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INTRODUCCIÓN 
Como es sábido, la Constitución española de 1978 configura un 
tipo ,de Estado que de alguna manera responde a un nuevo modelo, 
que ha venido a llamarse Estado de las Autonomías. Este Estado de 
las Autonomías parte de una concepción que en principio supera la 
mera descentralización 1 y permite_ -en base a la Constitución . y a 
los Estatutos de cada comunidad autónoma- que se dé en las diver-
sas comunidades una legislación peculiar que, más que determinante 
de una desigualdad jurídica entre los ciudadanos de las distintas re-
*', El presente estudio, que se. ofrece en homenaje al Prof. Maldonado, cu 
bre un aspecto de otro más ambicioso, que vendremos a titUlar «El Derecho 
eclesiásticó de la Comunidad Autónoma de Cataluña» y en cuya elaboración 
estamos trabajando. 
'1. J. SALA, Los poderes normativos de la Generalitat de Cataluña, én «Re 
vista de estudios de la vida local»; 3 (1980). 
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giones de España, sea exponente de respuestas adecuadas a coyuntu-
ras diversas. 
Ante la posibilidad pues de una legislación plural -aunque siem-
pre constitucional- en el seno del Estado, es donde tiene cabida estu-
diar también el plural Derecho eclesiástico que puede surgir en las 
distintas comunidades que configuran el mapa autonómico español. 
Por lo que al presente trabajo se refiere, nos ocuparemos sólo de 
un aspecto, como hemos señalado, del que venimos a llamar «Derecho 
-eclesiástico de la Comunidad Autónoma de Cataluña»: el que hace 
referencia a la posibilidad de establecer convenios entre la Genera-
litat de Cataluña y la jerarquía católica de la región autónoma como 
representante de la Iglesia de Cataluña. Posibilidad que, por otra parte, 
per se merece la pena ser estudiada, porque como señala De la Hera 
«la realidad del fenómeno religioso impone un tipo de relaciones entre 
ambas sociedades que ... da pie al nacimiento de las fórmulas que cada 
época necesita, en contradicción con esa pretensión de los concorda-
taristas de someter todas las diferentes realidades al corsé de una 
misma fórmula» z. 
No desconocemos que de un tiempo a esta parte sectores de la 
doctrina extranjera 3, preocupados por cuestiones similiares a las que 
venimos a estudiar en sus respectivos países, han sometido a crisis 
1a idoneidad de los covenios entre la autoridad religiosa y civil a nivel 
infraestatal. 
Varios interrogantes pretende resolver el presente trabajo: ¿Exis-
ten materias susceptibles de dar pie a controversias entre el Gobierno 
Autónomo y la Iglesia Católica?; ¿tiene capacidad pacticia material y 
formal la Comunidad Autónoma de Cataluña?; presupuesta la de la 
Generalitat, ¿ quién podría ser el interlocutor válido: · la Santa Sede, 
-el Nuncio como representante de ésta, la Conferencia Espiscopal espa-
ñola, la Conferencia Episcopal catalana?; de poderse establecer con-
venios, ¿qué naturaleza jurídica tendrían? 
Creemos que el tema ofrece interés porque viene a llenar un vacío 
<le la literatura eclesiasticista española, circunstancia por otra parte 
2. A. DE LA HERA, El pluralismo y el futuro del sistema concordatario, 
·en «11 Diritto Ecc1esiastico» (1970), p. 7. 
3. G. FELICIANI, Il ruolo della conferenza episcopale italiana e delle confe-
renze regionali nelle nuove prospetive di legislazione ecclesiastica, en Nuove 
prospettive per la legislazione ecclesiastica, Milan, 1981, p. 349 Y SS.; Conferenze 
cepiscopali regionali e regioni, en "Citta e Regione» (1976), p. 60 Y ss. A. RAVA, 
Nuove prospettive per la legislazione ecclesiastica, en Nuove prospettive per 
.la legislazione ecclesiastica, Milano, 1981, p. 7 ss. H. WEBER, Die deutschen Kon-
kordate und Kirchenvertrage der Gegenwart, GOttingen, 1971. 
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lógica si tenemO's en cuenta la relativamente reciente prO'mulgación de 
la legislación que puede dar pie a este trabajO'. 
La bibliO'grafía españO'la utilizada fO'rzO'samente ha sidO' escasa 
-CO'rral, LO'mbardía, Martínez Sistach, Menéndez, Sala, etc.- y siem-
pre limitada a aspectO's parciales; más amplia, en cambiO', la extran-
jera, fundamentalmente la italiana y la alemana. 
PO'r lO' que hace referencia a estO's dO's últimO's países, creemO's 
interesante detenernO's en su realidad jurídica, en un primer mO'mentO' 
del estudiO', pO'rque una aprO'ximación a experiencias de EstadO's de 
cO'rte O'ccidental y a la vez de área geO'gráfica cercana resulta siempre 
interesante; O'mitimO's del estudiO' en cambiO' otros países como Aus-
tria, por estimar que abundar en legislación comparada se escapa de 
la labor que pretendo realizar. 
11. CO'NVENIOS NO' ESTATALES DE LA IGLESIA CATÓLICA 
EN ITALIA y ALEMANIA 
CO'mO' es sabidO', Italia y Alemania parten de realidades cO'nsti-
tucionales muy distintas. La primera, propia de un país en que se 
reconocen las regiones y que más que una auténtica autonomía se 
podría decir que tiene una buena descentralización. La segunda, re-
pública de tipO' · federal, en la que los Hinder pueden estipular autéti-
cos tratados de tipo internacional 4. NO' obstante se observa en ambO's 
países la aparición de modus vivendi, para cuestiO'nes cO'ncretas, entre 
la Iglesia católica y las autoridades regionales. 
CreO' -resumiendO' la prO'blemática en la línea que nos interesa-
que la pO'sibilidad o cO'nveniencia de estipular acuerdos entre las re-
giO'nes y la Iglesia, aparecen en Italia, más en virtud de presupuestos 
pO'líticos que cO'mo cO'nsecuencia del desarrollO' de unos preceptos 
constituciO'nales que preveía una descentralización regional. Efectiva-
mente, la pO'sibilidad O' nO' de cO'ncordar, acO'rdar, cO'nvenir se empieza 
a plantear doctrinalmente a iniciO's de los setenta cuandO' lO's gobier-
nO's regionales, regidos por fuerzas políticas distintas de las del go-
bierno central 5, y de acuerdo con sus pO'stulados legislan en el ám-
4. A. MENÉNDEZ, Los convenios entre Comunidades Autónomas, Madrid, 
1982, p . 36. 
S. A. PARISI hace mención al respecto: «Nello stesso senso e storicamente 
evidente che l'elemento che ha messo un moto il circuito di relazioni politiche 
e stato il forma,rs~ in . a1cune Regioni, di una direzione e di una linea politica 
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bito de su competencia de una manera menos acorde con los intere-
ses religiosos 6. En este momento, en la situación de crisis, en cuanto 
interesa convenir y de hecho en algunas ocasiones se conviene, cuando 
la doctrina 7 . y las esferas que intervienen en las relaciones Iglesia-
Estado se preguntan si se pueden realizar acuerdos a nivel regional, 
y se estudia la capacidad y límites para estipular pactos por parte 
de los responsables en los dos órdenes a nivel regional. 
Emilia-Romagna, Tocana y el Venetto son ejemplos de regiones 
donde surge esta tensión entre autoridad religiosa y civil; y de ma-
neras distintas de contemplar soluciones. 
En la Emilia-Romagna la situación de conflicto entre ambas potes-
tades surge a propósito de que la autoridad eclesiástica regional 8 con-
sideraba que algunos aspectos de la actividad administrativa eran 
lesivos a los intereses religiosos y atentaban a la libertad de la Igle-
sia 9. En cambio en la Toscana la causa de la tensión, aunque con fon-
do similar, fue distinta cualitativamente. Se estima por parte de la 
autoridad religiosa regional que la autoridad civil regional violaba a 
intenzionata ad utilizzare le nuove competenze istituzionali per modificare 
l'assetto dei rapporti societa civile-societa religiosa fino ad allora esistenti nella 
Regione». Regionalizzazione dei rapporti Stato-confessione religiose e presenza 
istituzionalizzattti della Chiesanei settori assistenza e istruzione, en "Citta e 
Regione» (1976). p. 105. 
6. "La gerarchia cattolica ha piu di una volta denunciato, negli ultimi 
mesi. i tentativi di egemonia attribuiti alle amministrazioni regionali disinis~ 
tra: . in particolare, e stata richiamata l'attenzione Sl-dl'opera. progressiva di 
indottrinamento, di sradicamento dei bambini dalla famiglia, di · progressivo 
soffocamento della scuola e delle istituzione assistenziali libere, soprattutto 
cattoliche. Si e sottolineato come nelleRegioni e nei Comuni con amIIiinistra· 
zioni di sinistra e sempre piu evidente la tendenza a ridurre l'azione evange-
liz?:atrice della Chiesa a fatto lndividuale e di puro culto: non si tratta soltanto, 
si e affermato; di una limitazione del potere cattolico nei due settori della 
scuola edell'assistenza, ma di Una posizione che incide sulla liberta di coso 
cienza deicittadini». S. LARICCIA, Regioni, autonomie locali ti interessi religiosi, 
en «Citta e Regione» (1976), pp. 89-90. 
7. Era pacífico para la doctrina que el régimen de acuerdos cabíafunda~ 
mentalmente en el ámbito de las relaciones entre ordenamientos jurídicos pri· 
marioso Vid. sic., e.g. V. DEL GWDICE, Corso di Diritto Ecclesiastico italiano, 
Milano, 1933, p. 179; P. CIP~OTTI, Diritto Ecclesiastico, Padova, 1959, p. 119. 
8. Vid. para ello F. MARGIOTTA-BROGLlO, Vescovi e Regionein Emilio-Ro-
magna, en «Citta e Regione» (1976), p. 174 Y la correspondencia cruzada entre 
los Obispos de la Emilia-Romagna y el presidente de la Región recogida a 
continuación. 
9. Vid. carta de 5 de junio de 1975 de los Obispos de la Emilia-Romagna 
al presidente Fanti, en «Citta e Regione» (1976),pp, 176 Y ss. 
10. Vid. E. CHELI, La legge regionale tO$canasul «diritto allo studio»: una: 
vicenda da meditare, en "Citta e Regione» (1976), pp. 162 Y sS. 
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través de una ley regional el precepto constitucional de igualdad del 
ciudadano 10. En Umbría también el tema educativo fue el punto de 
partida en que se puso de manifiesto la discordancia entre ambas po-
testades 11. 
Coetáneamente en otras regiones también se evidencia este con-
traste de pareceres en puntos de común interés entre autoridad civil 
e Iglesia Católica. 
Volviendo a las tres regiones a que antes nos hemos referido, las 
vías de solución porque optaron fueron muy distintas. En la Emilia-
Romagna, a iniciativa del . episcopado regional, hubo un intercambio 
de notas a tenor de las cuales se crea un modus operandi en líneas de 
común acuerdo; es lo que por algunos prestigiosos eclesiasticistas ita-
lianos se ha venido a calificar de concordato impropio 12. 
En cambio, el ca:tnino que eligió la autoridad ecle~iástica toscana 
fue muy otro al promover un proceso de. incostitucionalidad de una 
ley regional. Recurso que perdió, dicho sea de paso, por un defecto 
formal, sin que el alto Tribunal entrara en el fonc}o de la cuestión 13. 
En ·la región de Umbría la cuestión de pendencia se resolvió me-
diante acuerdos entre los representantes de las asociaciones de los 
institutos religiosos dedicados a la educación1 y mediante la creación 
de una comisión permanente que cuidara de las relaciones entre la 
región y los organismos religiosos 14. 
Las tres regiones mencionadas enfocaron ",ías de solución desde 
perpectivas diferentes. Es paradójico observar que la vía quizá más 
coherente con la estructura de un estado de derecho -la toscana-
fue la menos operativa en orden a crear eldimade distensión desea-
ble, y el camino más ajustado a moldes clásicos -que presupone 
puntos de partida menos en boga- fue la más eficaz. 
A la hora de analizar la cuestión italiana también resulta impor-
tante hacer referencia a la postura tomada por el Gobierno central 
y la Santa Sede. 
El Gobierno central recordó que sólo aél compete actuar como 
interlocutor en las actividades regionales que conllevan algún relieve 
internacional 15. Por su parte la Santa Sede ha preferido auspiciar el 
11. G. BARBERINI, 1 problemi délla Regione Umbria, en «Citta e Regione» 
(1976), pp. 140 Y ss. 
12. Vid. sic. e.g., F. MARGIOTTA-BROGLIO, Le confessioni religiose via . Stato 
e Regioni, en «Citta e Regione» (1976), p. 7. 
13. E. CHELI, La lege ..• , o.c., pp. 163-164. 
14. G. BARBERINI, 1 problerrzi ... , o.C., pp. 141 y ss. 
15. C MORVIDUCCI, Attivita dirilevanza~ internazionale dellé regioni e rap-
porti con la Santa Sede, en «Citta e Regione» (1976), pp. 96 y .ss. 
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papel de interlocutor a nivel regional más a favor de la Conferencia 
Episcopal Italiana que de la propia autoridad eclesiástica regional 16. 
En cuanto a la doctrina italiana preocupada por la cuestión, ca-
be señalar que toma distintos derroteros, tanto por lo que hace refe-
rencia al enfoque, como a la solución o cauce jurídico que ha de me-
diar las relaciones entre la autoridad civil y la eclesiástica. Así, por 
lo que al primer punto hace referencia, entre los autores de corte 
clásico, algunos estiman la cuestión baladí, ya que entienden que es-
capa de las regiones cualquier competencia en tema de Derecho ecle-
siástico; en resumen estiman «l'indubbia intenzione del constituente 
di attribuire allo Stato ogni competenza in questo campo cosi deli-
cato per il godimento dei diritti di libertá, intenzione estrinsecati in 
numero si articoli della nostra Carta costituzionale, nella corrispon-
dente e simmetrica mancanza di ogni espresso riferimento a tale ma-
teria nell'elenco delle attribuzioni demandate all'ente Regione con-
tenuto nell'art. 117 della Costituzione stessa» 11. 
Jemolo, que ya en la edición de 1969 de sus célebres Lezioni di 
Diritto ecclesiastico puso de manifiesto que los estatutos regionales, 
al igual que la Constitución, debían ser ponderados a la hora de ela-
borar el Derecho eclesiástico 18, no obstante excluye «la possibilita di 
convenzioni aventi caractere di quasi~concordati tra la regione e l'epis-
copato locale» 19. 
Para un sector doctrinal, más joven, que se ha ocupado de la 
cuestión (Margiotta Broglio, Rava, Feliciani, Morviducci, etc.), ha que-
dado superada la consideración de un Derecho eclesiástico exclusiva· 
mente desde el plano formal de relaciones entre ordenamientos ori-
ginarios. Se estima que hay que dar entrada al estudio de otras vías 
que conforman el Derecho eclesiástico del Estado y cuyas pautas lo 
constituyen la legislación regional, la de los ayuntamientos, así como 
la acción de grupos sociales con finalidades deligiosas. 
En cuanto a la manera de instrumentar formalmente las relacio-
nes entre la autoridad civil y la jerarquía católica a nivel regional, 
existen diversos pareceres; así Morviducci no ve dificultad alguna 
-desde la perspectiva civil- en que se estipulen acuerdos, siempre 
que se respeten los límites constitucionales de las competencias entre 
16. Vid. el artículo Le confessione .. . , o.c., de F. Margiotta-Broglio, espe-
cialmente p. 9. 
17. L. DE BERNARDIS, Sull opportunita di una disciplina uniforme del fe-
nomeno religioso e sui mezzi guiridici atti a garantirarla, en Nuove prospettive 
per la legislazione ecclesiastica, Milano, 1981, p. 343. 
18. A. JEMOLO, Lezioni di Diritto Ecclesiastico, Milano, 1975, pp. 35-36. 
19. Ibídem. 
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Estado y región 20. Feliciani, por su parte, recuerda la imposibilidad 
de suscribir aéuerdos a nivel técnico formal por parte de la Confe-
renciaepiscopal regional por imperativos de la legislación canónica, 
y parece optar por una vía de solución de la que no está muy lejos 
Rava 21. Sostiene Feliciani que no parece oportuno ni realista el mul-
tiplicar acuerdos entre el episcopado y la autoridad regional. Estima 
que el interlocutor más adecuado con la autoridad civil es el ciuda-
dano directamente interesado, el cual a través de asociaciones o fe-
deraciones, deberá incidir en la formulación de las leyes regionales. 
Parece que este autor se muestra más partidario del acuerdo por 
vía de hecho; es decir, del «diálogo permanente entre la autoridad 
civil y la jerarquía como portavoz de las exigencias de unos ciudada-
nos» que unos acuerdos formales 22. 
Resulta interesante, después de haber contemplado el hecho ita-
liano, detenernos en la praxis de Alemania Occidental 23. 
20. C. MORVIDUCCI, Attivita ... , O.c., p. 104. 
21. A. RAVA, Nuove ... , o.c., pp. 57 Y ss. 
22. G. FELICIANI, Regioni ... , o.c., pp. 351-352: «non appare, né opportuno 
né realistico un moltiplicarsi di 'intese' tra episcopale e autorita regionali. Da 
un lato in molte materie di competenza regionale l'interlocutore piit adeguato 
dei pubblici poteri non sembra essere tanto l'episcopato quanto i cittadini 
direttamente interessati, tramite associazioni e federazioni che li rappresentino 
a livello regionale (associazioni di genitori cattolici, federazioni di istituti 
scolastici, di enti di beneficenza ecc.). Dall'altro l'odiema situazione ecc1esiale 
e politico-sociale e tale da far risultare alquanto problematica la realizzazione 
di siffatte 'intese' di cui, comunque, a tutt'oggi non si ha alcun esempio 
concreto. La linea piit interessante di sviluppo delle relazioni tra conferenze 
regionali e Regioni e, invece, da identificarsi in un'azione dei vescovi che si 
pongano come 'forza sociale' nel senso indicato da Giovanni Paolo II il 29 maggio 
scorso alla CE!. Piit specificamente: appare opportuno l'instaurarsi di un 
dialogo in cui, da una parte, le conferenze si facciano portavoce delle esigenze 
e dei desideri dei fedeli e, dall'altra, le autorita regionali illustrino i loro 
orientamenti circa le materie che piit possono interessare la comunita ecc1esiale. 
Su queste basi e possibile giungere a forme di partecipazione e di collabora-
zione precisamente definite anche sul piano istituzionale. In tal senso si pub-
ricordare come · varie legislazioni religionali prevedano la presenza di rappre-
sentanti della gerarchia ecclesiastica nelle consulte regionali per i beni cultu-
rali. Ma tale dialogo non puo limitarsi alle autorita ecc1esiastiche, e -ferma 
restando la funzione che nella Chiesa compete all'apiscopato-- deve estendersi 
anche ai movimenti, associazioni, federazioni promossi dai fedeli per l'affer· 
mazione e la realizzazione di valori considerati esenziali nella convivenza 
sociale». 
23. Para un enfoque global del tema en lengua castellana, vid. C. CORRAL, 
La libertad religiosa en la Comunidad Europea, Madrid, 1973. Los comentarios 
que ofrece este autor en el tomo 1 de la obra C. Corral- J. Jiménez, Concordatos 
vigentes, Madrid, 1981; el artículo de A. HOLLERBACH, El sistema de concordatos 
y convenios eclesidsticos, en Constituciones y relaciones Iglesia-Estado en la 
actualidad, Salamanca, 1978, pp. 179 Y ss. 
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En primer lugar hay que tener en cuenta que Alemania Federal 
parte de unos presupuestos constitucionales muy distintos de los de 
Italia. ASÍ, por lo que a nosotros importa, su Constitución Federal 
permite que Ion Hinder puedan estipular tratados con Estados extran-
jeros,siempre que éstos tengan competencia para legislar en la ma-
teria objeto de acuerdo y cuenten con la aquiescencia del Gobierno 
federal 24. Por tanto es obvio que los Hinder pueden suscribir concor-
datos con la Santa Sede 25. 
Por cuanto hace referencia a la materia objeto de estos convenios, 
es tan amplio que un estudio detenido de la misma, como señala Hol-
lerbach, se convertiría en una introducción al Derecho eclesástico ale-
mán 26. De todas maneras, para una aproximación, y siguiendo a este 
autor, cabría sistematizarla en dos grupos. En un primero las que 
hacen referncia a la libertad religiosa y de las iglesias (organización, 
nombramientos de cargos, caridad, proselitismo). Un segundo bloque 
que hace referencia a la colaboración entre Iglesia y sociedad polí-
tica: colegios 27, universidades, clero castrense, hospitales1 cemente-
24. «En la medida en que los Hinder tengan competencia para legislar, 
podrán, con el consentimiento del Gobierno Federal, concertar tratados con 
Estados extranjeros», p. 3, arto 32 de la Ley Fundamental de la República 
Federal de Alemania. Esta ley aparece publicada en la primera edición del 
Boletín de Leyes de la Federación con fecha de 23 de mayo de 1949. La 
versión española utilizada es de: Cátedra de Derecho Público, Universidad de 
Barcelona, Facultad de Derecho, Textos Constitucionales, Barcelona, 1981, p.191. 
25. Para una lectura de estos acuerdos, vid. C. Corral- J. Jiménez, Concor-
datos ... , O.C., p. 55~ 
36. A. HOLLERBACH, El sistema ... , O.C., p. 188. 
27. La Constitución garantiza las clases de religión (art. 7,2,3) y la subsis-
tencia de escuelas confesionales, es más, la jurisprudencia de la R.F.A •. recoge 
<<la obligación del Estado de subvencionar en gran parte las escuelas privadas. 
En los años 60 se produjo un cambio en el punto en el que la Ley Fundamental 
dejaba a discrección de los Hinder la decisión de si las escuelas confesionales 
debieran o no encontrar un lugar dentro del sistema escolar. La creciente presión 
de la opinión pública contra las escuelas confesionales -que . frente a esta 
presión se remitían a la libertad religiosa- se debía · a la consideración de que 
imprimían un carácter cristiano a las asignaturas correspondientes. Esto llevó 
a que muchos Hinder hayan tenido que modificar fundamentalmente su cons-
titución territorial (Bohemia tuvo que convenir incluso un nuevo concordato) 
y se tuvo que pasar a un tipo de escuela interconfesional en la que el 
elemento cristiano pierde mucha importancia». V. SCHEUNER, La aportación de 
las Iglesias al establecimiento de las disposiciones de lq. constitución alemana 
de 11 de agosto de 1919 (Constitución del Reich de. Weimar) yde la Ley Fun-
damental de Bol1n del 23 de mayo de 1949 reguladores de Derecho eclesiástico 
alemán, en Constitución y relaciones Iglesia-Estado en la actualidad, Sala~ 
manca, 1978, p. 35. ..
ACUERDOS GENERALITAT DE CATALUÑA - IGLESIA CATÓLICA 833 
rios, enterramientos, dotaciones del impuesto eclesiástico, y las distin-
tas fuentes de financiación de la Iglesia 28. 
De todas maneras no hay que olvidar que, en virtud de la remi-
sión que el artículo 140 de la actual constitución hace a la de Weimar, 
importantes materias se substraen a los Hinder de su actividad pacti-
cia. El matrimonio, en concreto, salvo en los aspectos que contem-
pla en arto 26 del concordato del Reich 29. 
Por lo que hace referencia al orden que ocupan en la prelación 
de fuentes los acuerdos suscritos entre los Hinder y la Iglesia Cató-
lica, hay que señalar que éste no viene sólo predeterminado por la 
propia naturaleza del instrumento en relación con el sistema jurídico 
alemán, sino también por lo que ha determinado la jurisprudencia. 
Esto último merece una puntual explicación. Como es sabido en 
Alemania, a diferencia de España, Italia y Francia, un sector mayori-
tario de su población está adscrito a distintas confesiones protestan-
tes. Estas iglesias de un tiempo a esta parte, fundamentalmente cuan-
do empiezan a desvincularse de las estructuras civiles, creen necesa-
rio suscribir acuerdos a distintos niveles del Estado 30. 
Estos acuerdos que no podían ser calificados de tratados inter-
nacionales -recuérdese que las iglesias protestantes a diferencia de 
la Iglesia Católica carecen de subjetividad jurídica internacional-
quedaban con menor fuerza vinculante por parte del Estado. E.llo, 
aunque fuera debido a la contingencia de los propios instrumentos, 
por agravio comparativo daba la sensación de un trato discriminato-
rio en materia religiosa. La jurisprudencia así estimó que cualquier 
acuerdo de Derecho eclesiástico, tuviera la condición formal de con-
cordato o no la tuviera -por ser convenios diocesanos, convenios 
evangélicos, convenios firmados con comunidades religiosas meno-
res-, tendrían todos la misma fuerza vinculante 31. 
El rango jurídico que por vía jurisprudencial se atribuye a todos 
esos acuerdos los sitúa inmediatamente después de la Constitución 
general y la de los Hinder, y con un rango superior a las simples le-
yes ordinarias, de tal manera que los convenios eclesiásticos en la 
prelación de fuentes jurídicas no quedan determinados simplemente 
28. A. HOLLERBACH, El sistema ... , o.c., p. 189. 
29. Art. 26 del concordato con el Reich en lo que está vigente. 
30. A. Rouco, Los tratados de las Iglesias protestantes con los Estados, 
en La institución concordataria en la actualidad, Salamanca, 1971. En este in-
teresante estudio se pone de manifiesto toda la problemática de estos con-
venios eclesiásticos con su debido enfoque histórico. 
31. A. HOLLERBACH, El sistema ... , o.c., p. 187. · 
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conforme a la regla [ex posterior derogat priorem sino en el sentido 
de una jerarquía fundada objetivamente 32. 
Desde esta perspectiva podríamos decir que el lugar que ocupan 
en el ordenamiento alemán los acuerdos suscritos entre el poder ci-
vil y la Iglesia Católica, aunque tengan el carácter de concordato, al-
canzan el grado de prelación señalado, no sólo por la vía que la pro-
pia calificación jurídica del instrumento le otorga, sino también por 
lo establecido por la propia jurisprudencia al encontrarse éstos en el 
género de los acuerdos suscritos por el Estado en materia religiosa. 
No obstante el esfuerzo jurisprudencial, no podemos afirmar que 
la condición de concordato, sólo añade a los meros convenios suscri-
tos con la Iglesia Católica un elemento adicional de garantía, porque 
con Rouco habremos de opinar que cualquier convenio es el instru-
mento que mejor puede garantizar eficazmente su libertad, siempre 
que se le sitúe dentro del ordenamiento jurídico internacional. 
. Pero disentimos de Rouco, en la línea de Lombardía -como en 
su momento veremos-, en que entre el derecho internacional y el 
estatal non datur tertium en base a que un ordenamiento jurídico in-
termedio carezca necesariamente de la garantía de la exigibilidad po-
sitiva 33. 
En cuanto a la postura que sostiene la doctrina alemana a pro-
pósito de la oportunidad de que se establezcan entre la autoridad ci-
vil y las confesiones religiosas acuerdos, convenios, y concordatos, el 
estado de opinión es dispar. Obviando matices, fundamentalmente hay 
dos posturas. Un sector entiende que es poco coherente en un Estado 
democrático la existencia de un derecho convencional ordenado a la 
protección de los intereses religiosos de unos determinados ciudada-
nos, porque todo ciudadano está dotado a través de los correspon-
dientes mecanismos constitucionales de los medios necesarios para 
obtener la debida tutela de sus intereses religiosos. Por otra parte se 
señala también que al no estar generalizado el régimen de convenios 
se prima al ciudadano adscrito a una confesión religiosa que haya 
convenido con el Estado o con los Uinder ya que éstos gozarían de 
una especial tutela de sus derechos de la cual careCÍan en cambio los 
ciudadanos que estuviesen adscritos en una confesión que no hubiese 
convenido, ello produciría indirectamente una quiebra del principio 
de igualdad jurídica 34. Estima también este sector doctrinal que a la 
32. Ibidem. 
33. A. Rouco, Los tratados ... , O.c., p. 133. 
34. (,Ma si e obiettato che tale sistema non sia conciliabile con i principi 
di una democrazia moderna, nella quale tutti i cittadini dovrebbero far valere 
tramite gli organi democraticamente eletti, la loro volonta politica nel pieno 
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Iglesia Católica como a las demás confesiones le debe de bastar la li-
bertad real en las coordenadas de un Estado democrático 35. 
Otro sector, en cambio, se muestra partidario del régimen de 
acuerdo por estimar que los acuerdos contribuyen a eliminar incerti-
dumbres jurídicas en cuestiones de interés entre la Iglesia y el Esta-
do que jurídicamente no estaban claras. Estima este sector que el 
pretendido inmovilismo de los convenios -es más fácil derogar una 
ley que un concordato- queda superado mediante una más eficiente 
regulación de las cláusulas de revisión. En fin, este último sector sos-
tiene que el mejor instrumento de relación entre ambos poderes en 
Alemania es el régimen de convención 36. 
JI. DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS ENTRE ESTADO 
y COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CATALUÑA 
Esbozados los dos modelos europeos de Italia y de Alemania, por 
lo que a España hace referencia estimamos que se ha de tener en 
cuenta las siguientes premisas antes de entrar en el estudio de la dis-
tribución de competencias. 
Primero, en base a la Constitución de 1978, España ha venido a 
cambiar la forma de organización del Estado; a un Estado centralis-
ta le ha sucedido otro constituido por comunidades autónomas. Como 
es sabido, la Constitución prevé, aunque no exige, la posibilidad de 
distribuir competencias a través de unas comunidades autónomas que 
pueden ser constituidas 37. Lo que en principio podía parecer un ré-
rispetto della uguaglianza di trattamento e senza privilegi, accordati alle 
Chiese principali (Grosskirchen)>>. W. SCHULZ, Alcune linee fondamentali delle 
relazioni pattizie nel diritto ecclesiastico della Germania Federale, en Le in-
teese tra Stato e confessioni religiose, Milano, 1978, p. 132. 
35. En la literatura alemana fundamentalmente vid. al respecto K. HESSE, 
Freie Kirche im demokratischen Gemeinwesen, «Zeitschrift für evangelisches 
Kirchenrecht» 11 (1964/65), pp. 347-362; IBIDEM, Partnerschaft zwischen Kirche 
und Staat? Zur heutigen statskirchenrechtlichen Lage in de Bundersrepublik, 
en Das VerhéiUnis von Kirche und Staat. Studien und Berichte der Katho· 
lischen Akademie in Bayern, Würzburg, 1965, pp. 127-151. Cfr. P. MIKAT, Kirche 
und Staat in nachkonziliarer Sicht, en Kirche und Staat, Festschrift für Bis-
chof D.H. Kunst D. D., ed. por K. Aland - W. Scheemelder, Berlín, 1967, pp. 105-125. 
<n. A. HOLLERBACH, El sistema ... , o.c., p. 192. 
37. Vid. arto 143 y ss. de la Constitución Española de 1978, en adelante C.E 
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gimen de excepción -concesión de autonomías a algunas comunida-
des históricamente singularizadas-J se ha generalizado de tal modo 
que se puede afirmar sin paliativos que hoy España está constituida 
por diversidad de comunidades autónomas. De ahí la expresión que 
utilizamos, por lo demás ya clásica, de Estado de las autonomías. 
Segundo, el Estado de las autonomías que se configura a partir 
de la Constitución de 1978 dista de poderse parangonar con lo que 
habitualmente se entiende por régimen federal. Si alguna aproxima-
ción, vía Derecho comparado, queremos encontrar, ésta sería la de 
Italia 38. 
Tercero, para determinar el deslinde de competencias entre la 
Generalitat de Cataluña y el Gobierno central hay que tener presente 
los artículos 148, 149, 150 de la Constitución y lo que determina el 
apartado d) del arto 147 del mismo texto legal, así como el Estatuto 
de Cataluña. 
Cuarto, el estudio del presente epígrafe obligó al análisis de textos 
básicos que he tenido ocasión de aludir amén de los decretos de trans-
ferencias 39. 
Conviene también advertir que después de la sentencia del Tribu-
nal Constitucional de 5 de agosto de 1983 40 por la que se negó el ca-
rácter de orgánica y armonizadora al texto aprobado por el Parlamen-
to Español conocido por L.O.A.P.A. 41 cualquier deslinde de competen-
cias que hoy podamos señalar entre gobierno central y comunidad 
autónoma no es meramente convencional. 
38. Art. 119 Y ss. de la Constitución de la República Italiana promulgada 
el 27 de diciembre de 1947. 
39. De las transferencias realizadas desde 1978 los decretos que pueden 
interesar en el marco de este trabajo por tener alguna relación con el mismo 
son los siguientes: R.D. 1385/78 de 23 de junio; R.D. 2110/79 de 7 de sep-
tiembre; R.D. 1667/80 de 23 de julio; R.D. 1968/80 de 31 de julio; R.D. 1676/80 
de 31 de julio; R.D. 1950/80 de 31 de julio; R.D. 159/81 de 9 de enero; 
R.D. 2809/80 de 30 de octubre; R.D. 1010/81 de 27 de febrero; R.D. 1292/81 
de 5 de junio; R.D. 1966/82 de 30 julio; R.D. 2455/82 de 30 julio; R.D. 2625/82 
de 29 de septiembre. 
40. Como es sabido, el propio Parlamento a petición del PSOE sometió 
el texto legal a la consideración del Tribunal Constitucional. Además se inter-
pusieron diversos recursos de inconstitucionalidad. 
41. Vid. arto 2,4,5 del proyecto de Ley Orgánica de Armonización del Pro-
ceso Autonómico aprobado por la correspondiente sesión plenaria. Congreso 
de los Diputados «Boletín Oficial de las Cortes Generales» 7 de julio de 1982, 
núm. 235/111, pp. 1818-129 Y ss. 
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Quinto, que como es lógico aquí sólo se traerán a colación aque-
llas materias que pueden tener interés en los contextos del presente 
estudio 41 bis. 
Señaladas estas pautas vengamos a recordar que a tenor del ar-
tÍCulo 9 del Estatuto de Cataluña, la Generalitat tiene exclusiva com-
petencia en relación a este trabajo en tema de cultura; patrimonio 
histórico artístico, monumental, arquitectónico y científico 42. En es-
tos últimos supuestos hay una reserva a favor del Estado cuando se 
contempla el p-eligro de exportación del bien sito en la región autó-
noma 43; archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y otros centros de 
depósito cultural que no sean de titularidad estatal. Conservatorios 
de música, servicios de bellas artes de interés para la comunidad 
autónoma; ordenación del territorio, urbanismo; fundaciones y aso-
ciaciones de carácter docente, cultural y artístico, benéfico-asistencial 
que ejerzan principalmente sus funciones en Cataluña; asistencia so-
cial; juventud, promoción de la mujer; instituciones públicas de pro-
tección y tutela de menores 44. Tiene competencia plena la Generalitat 
en la regulación y administración de la enseñanza en toda su exten-
sión, niveles, grados y modalidades 45. En tema de radio-televisión, toca 
a la Generalitat el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de 
radiodifusión y televisión; la Generalitat podrá regular, crear y man-
tener su propia televisión, radio y prensa~. 
Conviene tener presente que este elenco de competencias puede 
aumentarse en número y algunas de las hoy concedidas en extensión 
en virtud de lo que previene el arto 150 p. 1 Y 2 de la Constitución: 
«El Estado podrá transferir o delegar a las comunidades autónomas, 
mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titu-
laridad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de trans-
ferencia o delegación» 47. Sala señala que, aunque la Constitución no 
41 bis. Por lo que hace referencia a las competencias que atribuyen al 
Estado y a la Comunidad Autónoma en materia civil. Vid. los recientes estu· 
dios de E. ROCA, L'estructura de l'ordenament civil Espanyol y de Francisco 
Fdez. de Villavicencio, La materia civil desde el punto de vista competencial: 
algunas precisiones, en «Revista Jurídica de Catalunya" (1983), pp. 125 y ss. 
42. Art. 9, n. 4 y 5 Estatuto de Autonomía de Cataluña de 18 de diciembre 
de 1979, Boletín Oficial del Estado n.O 306 de 22 de diciembre de 1979 en 
adelante E.C. 
43. C.E. arto 149,1, n.O 28. 
44. E.C. arto 9, nn. 6, 9, 24, 25, 26, 27, 28. 
45. E.C. arto 15. 
46. E.C. arto 16, pp. 1 y 2. 
47. Vid. primer punto del párrafo 2 del arto 150 de C.E. cuyo enunciado 
dice: «El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades autónomas, 
mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad 
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determine cuáles son las competencias que por su naturaleza deban 
excluirse, a priori son las que hacen referencia «a la defensa, relaciones 
internaciones, régimen aduanero, sistema monetario y planificación 
general de la actividad económica, es decir aquellas que hasta los 
Estados de estructura federal se reservan a la Federación» 48. 
Aunque nos desviemos por unos momentos del deslinde de com-
petencias, al filo de la afirmación de Sala, creo que vale la pena res-
ponder tres interrogantes que se nos plantea: 1.0 ¿puede el Estado 
suscribir acuerdos internacionales en materias que ha traspasado a 
la comunidad autónoma?; 2.° ¿la circunstancia de que se le hayan 
transferido con carácter exclusivo unas competencias a la comunidad 
autónoma autoriza a ésta y con independencia del Estado, en el ám-
bito de la materia transferida a celebrar acuerdos que tengan rele-
vancia internacional?; 3.° ¿Puede el Estado transferir total o parcial-
mente a favor de las comunidades autónomas su competencia en tema 
de relaciones internacionales? 
Es conveniente apuntar, antes de dar respuesta a estos interro-
gantes, que el tema de las relaciones internacionales y las comunida-
des autónomas ha dado pie, en sistemas de organización territorial 
parecidos al nuestro -que cabalgan entre el centralismo y la fede-
ración- a ciertas tensiones. En Italia, a propósito de unos acuerdos 
de amistad y colaboración suscritos entre Umbría y Postdam y Lom-
bardía con Benadir, la doctrina empezó a distinguir entre attivita di 
rilievo internazion.ale y rapporti internazionali. Al ámbito de la pri-
estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o 
delegación. La ley proveerá en cada caso la correspondiente transferencia de 
medios financieros, así como las formas de control que se reserva el Estado». 
48. J. SALA, Los poderes ... , o.c., p. 26. Escribe este autor: «La otra vía 
es la prevista en el n.O 2 del mismo precepto constitucional, que dice así: 
'El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, me-
diante Ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad es-
tatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o dele-
gación'. Pues bien, en el supuesto de que lo que se transfiera a la Generalitat 
sea la potestad legislativa sobre una materia, aquélla verá igualmente aumen-
tado su ámbito normativo de ese rango, con un alcance superior al del caso 
anterior, ya que, a diferencia de éste, en el que ahora contemplamos la 
Comunidad Autónoma no se limitará a desarrollar una Ley marco o básica 
del Estado. De ahí el reforzamiento que para realizar tal operación supone 
tanto la exigencia de una Ley orgánica como la exclusión de aquellas materias 
que 'por su propia naturaleza' no sean susceptibles de transferencia. Cuáles 
sean éstas no nos lo dice la Constitución, pero por tales habrán de conside-
rarse sin duda, entre otras, las siguientes: defensa, relaciones internacionales, 
régimen aduanero, sistema monetario y planificación general de la actividad 
económica (en cuanto a las bases y coordinación). Es decir, aquellas que 
incluso en los Estados de estructura federal se reserva la Federación». 
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mera podían tener acceso las regiones, no en cambio de las segundas 
que se reservaban al Estado. 
De todas maneras, ya fuera del plano doctrinal cabe señalar que 
el gobierno de la República Italiana a través de una circular desauto-
rizó los tales convenios, sin entrar en distingos filoregionalistas, y 
reafirmó su exclusiva competencia en todo lo que hace referencia a 
política exterior, prohibiendo cualquier actividad regional en este or-
den, por entender que se menoscaba su competencia 49. 
49. Por su interés vid. C. MORVIDUCCI, Attivita ... , O.c., p. 98. «In realta, l'es-
pressione 'attivita di rilevanza internazionale' e una creazione dell'Ufficio Re-
gioni della presidenza del Consiglio che, volendo prendere posizione in ordine 
a determinati contatti intercorsi tra Regioni e organi di Stati stranieri (e non 
potendo farli rientrare tout court nella materia 'affari esteri', dal momento 
che tali contatti erano consistiti in visite, incontri di estudio eccetera) ha 
in tal modo intitolato una propria circolare. Questa definizione, il cui conteo 
nuto veniva meramente esemplificato, e stata piu volte ripresa, successiva-
mente, dalla dottrina, che ha preferito puntualizzarla, parlando di attivita di 
'mera' rilevanza internazionale, al fine de distinguerla da quella ipotesi da 
cui potessero invece derivare conseguence giuridiche per lo Stato. Anche 
talune Regioni vi hanno fatto riferimento, sostenendo che le 'attivita di 
rilievo internazionale presentano un contenuto assai piu amplio di quello 
connesso ai veri e propri rapporti internazionali, intesi in senso stretto, come 
quelli cioe che non possono svolgersi se non fra soggetti di diritto interna· 
zionale, e che attivita come incontri, visite, eccetera, possono essere realizzati 
anche da soggetti diversi dalla Stato, sorgendo solo il problema del limite cui 
tali soggetti dovrebbero attenersi nelIo svolgimento di dette attivita'. 
Gli organi centrali, invece, hanno ritenuto piu opportuno negare ogni 
competenza regionale in materia, affermando che le attivita di rilievo inter-
nazionale vanno comunque assimilate ai veri e propri rapporti internazionali. 
Peraltro, se e possibile far rientrare aleune delle ipotesi prospettate nelle 
circolari, se non nel 'ambito del diritto internazionale, in quello della politica 
estera (cosí i gemellaggi tra Regioni dettati da scopi chairamente politici, o 
la partecipaziones ufficiale e convegni imperniati su argomenti attinenti alla 
politica estera o magari i rapporti con Stati non riconosciuti dal governo 
nazionale), e piu difficile avocare allo Stato, sostenendone la competenza ra-
tione materiae, attivita che concernano esclusivamente materie di competenza 
regionale e che, pur implicando rapporti con l'estero, non comportino assun-
zione di obblighi di cui lo Stato debba poi rispondere. Per quanto usata in 
senso atecnico, infatti, l'espressione «relazioni internazionali» non pub como 
prendere anche mere attivita di fatto quali contatti per motivi di studio 
con organi pubblici stranieri, como potrebbero essere, ad esempio, delle uni· 
versita. 
Ne, peraltro, e sempre facile stabilire se determinate attivita regionali 
rientrino nella categoria «affari esteri» o in quelIa «attivita di relievo inter· 
nazionale». Per fare degli esempi concreti, si possono citare i casi degli accordi 
tra l'Umbria e la regione di Postdam, e delIa Lombardia col Benadir. Nel 
primo caso, si trattava di un accordo di «amicizia e colIaborazione» con· 
cluso con una regione delIa Republica Democratiza Tedesca, che conteneva 
anche valutazioni di politica estera e che sarebbe entrato in vigore dopo 
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En cambio en Alemania -como se ha señalado-, la Constitución 
Federal permite que los Hinder puedan estipular acuerdos en mate-
ria que son de su competencia aunque precise de la correspondiente 
venia federal 50. 
l'approvazione del consiglio regionale. Su tale progetto di accordo si ebbero 
subito delle critiche di merito e di legittimita anche da parte del ministero 
delle Regioni che, pur sconsigliando la presidenza del Consiglio dall'adire la 
Corte costituzionale con un conflitto di attribuzione, affermava la sicura 
incompetenza regionale .. . 
Mentre in un caso, quindi, e esatta la tesi secondo cui, intrattennedo rap-
porti con organi stranieri, la Regione umbra ha travalicato le . proprie compe-
tenze, nell'altro abbiamo un esempio di attivita di rilievo internazionale attra-
verso cuí sono perseguiti interessi rientranto nelle sfera di autonomia regionale, 
senza implicare la responsabilita né giuridica né politica dello Stato. 
Ne contrario avviso puo farsi discendere da quell'indirizzo giurispruden-
ziale della Corte costituzionale secondo cuí, per determinare i limiti della 
competenza regionale, non basterebbe guardare se l'attivita da esse -posta in 
essere rientri astrattamente all'interno delle materie di cuí all'art. 117 Const., 
ma si dovrebbe guardare anche agli eventuali effetti della normativa regionale 
per verificare se essi non comportino un travalicamento di competenza. Ci 
pare infatti che tale indirizzo possa valere solamente in ordine a quelle 
attivita che abbiamo visto rientrare nella materia »affari esterÍ», in quanto 
implicanti, in qualche modo, la responsabilita internazionale dello Stato, e 
non per le attivita di rilievo internazionale, i cui effetti non comportano, in 
alcun . caso, una sottrazione di competenze statali. Questa opinione e suffragata 
anche da talune ambiguita, in merito all'esistenza di un verro e proprio limite 
materiale, presenti nelle circolari. Mentre infatti in un primo momento la pre-
sidenza del Consiglio aveva negato la competenza delle Regioni a stuto ordi-
nario (chiedendo una previa intensa col ministero degli Esteri per quelle a 
statuto speciale) in ordine alle attivita di relievo internazionale, e aveva am-
messo la possibilita di contatti diretti solo · per attivita preparatorie di studio, 
previa autorizzazione degli organi governativi, successivamente, in una nota 
dell'U Frebbraio de 1972, ha riconosciuto che le attivita di rilievo interna-
zionale non rientrano in ogni caso nella materia affari esteri e che il loro 
necessario coordinamento da parte dello Stato e da addebitare alla necessita 
che sia questo a individuare i limiti all'autonomia regionale. Questa nota 
sembrarebbe dimostrare, quindi, una sorta di ripensamento sulla materia 
che fa si che l'interesse statale verta, ormai, sulla fissazione dei limiti da 
porsi alle attivita regionali. Tuttavia questa tendenza «filoregionalista» e stata 
ben presto abbandonata e le ultime circolari sono state particolarmente rigo-
rose nel riaffermare l'incompetenza per materia delle Regioni». 
50. «Respecto a la subjetividad jurídica internacional de los Uinder hay 
que tener en cuenta el artículo 32 de la Ley fundamental y su interpretación 
por los internacionalistas. En cuanto a lo primero (art. 32, ap. 3) se dispone 
que 'los Uinder podrán suscribir tratados con Estados extranjeros, previo 
consentimiento del Gobierno Federal, en la medida de su competencia en 
materia legislativa'. Respecto a la interpretación doctrinal, existen tres opi-
niones. Por una parte, ALF Ross, reconoce generalmente subjetividad jurídica 
internacional a los Estados miembros de un Estado federal. Por el contrario, 
según A. VERDROSS, los Estados miembros de un Estado Federal se convertirían 
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En cuanto a España, parece claro que el Estado puede suscribir 
acuerdos en materias que ha traspasado con carácter exclusivo a la 
Comunidad Autónoma y ésta en este caso «vendrá obligada a adoptar 
las medidas necesarias para ejecutar los tratados y convenios inter-
nacionales en 10 que afecte a las materias atribuidas a su competen-
cia» 51. La Generalitat en este supuesto tiene sólo el derecho a ser 
informada a la hora de que se elaboren en los tratados temas que 
afecten su específico interés 52. Ello significa, como ha señalado Tor-
nos, un límite a la actuación general 53, y a mi entender una vía indi-
recta de cercenamiento de las competencias otorgadas. 
Por lo que hace referencia a la segunda cuestión, estimo que la 
circunstancia de que se haya transferido con carácter exclusivo unas 
competencias a la comunidad autónoma no autoriza a ésta a actuar 
per se en el ámbito internacional con independencia del Estado. Por 
tanto no puede la Comunidad Autónoma de Cataluña celebrar acuer-
dos que tengan relevancia internacional. La razón fundamental en 
nuestro caso responde a que la comunidad autónoma carece de sub-
jetividad jurídica internacional, cualidad que, en el estado actual del 
Derecho internacional, sólo se reconoce al Estado y no a las regiones 
autónomas que lo constituyen 54. 
En cambio, respecto al tercer punto planteado, entiendo -y ello 
no es contradictorio con lo que acabamos de decir- que el Estado 
puede transferir a la Comunidad Autónoma de Cataluña actividad que 
implique un desarrollo de su competencia en materia de relaciones 
internacionales, siempre que quede claro que la Comunidad autónoma 
en sujetos parciales para los terceros Estados que la reconocieron, mientras 
con relación al Estado central se estarian sometidos al ordenamiento juridico 
del conjunto estatal al que se pertenece. Vía intermedia sigue G. DAIIM afir-
mando que los Uinder son sujetos de una limitada capacidad jurídica y 
capacidad de obrar en el ordenamiento internacional, por ejemplo, de un 
«ius tractatum» muy limitado (GG. arto 32, ap. 3)>>. C. CORRAL, Del sistema con-
cordatario al régimen convencional común de regulación en materia réligiosa, 
en «Estudios eclesiásticos» (1974), p. 401. 
51. E.C. arto 27, p. 3. 
52. E.C. arto 27, p. 5. 
53. J. TORNOS, Las competencias de la Generalidad en el Estatuto de Ca-
taluña, en «Revista de Estudios de la vida local» (1980), p. 84. 
54. E. RUILOBA, La distribución de competencias económicas entre el po-
der central y las autonomías territoriales en el derecho comparado y en la 
constitución española, en Las competencias económicas del Estado y las comu-
nidades autónomas ante el futuro ingreso de España en el Mercado Común 
Europeo, Madrid, 1980, pp. 391 Y ss. 
En este interesante estudio se pone de manifiesto cómo paulatinamente 
y en el seno de Europa, la intervención de las comunidades autónomas o 
equivalentes en el área internacional, va en aumento. 
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actúa por delegación y en nombre del Estado, en temas de su exclu-
siva competencia, con efectos para el territorio autonómico y cum-
pliénaose los requisitos que estipula el capítulo tercero del título se-
gundo de la Constitución española. 
Ello por otra parte no sería más que otro eslabón dentro de la 
actual pauta que hoy está establecida en los parágrafos 3.° y 5.° del 
artículo 27 del Estatuto de Cataluña. 
Si el abanico de posibilidades en tema de relaciones internacio-
nales viene predeterminado por lo que acabo de señalar, volviendo 
a la cuestión del deslinde de competencias entre la Generalitat y el 
Estado indicaré que el marco de reservas a favor del Estado son las 
que determinan el arto 149 de la Constitución (recuérdese que el Esta-
do no ha hecho mayor dejación de materias de las que contempla 
el arto 149 a pesar de las posibilidades del art. 150 de la Constitución). 
Por tanto, las materias que se sustraen de la Comunidad autó-
noma son las siguientes: la regulación de las condiciones básicas que 
garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; las 
relaciones internacionales; fomento y coordinación general de la in-
vestigación científica y técnica; sanidad exterior; bases y coordina-
ción general de la sanidad; legislación básica y régimen económico de 
la seguridad social; régimen estatutario de sus funcionarios que, en 
todo caso, garanticen a los administrados un tratamiento común ante 
la administración pública; defensa del patrimonio cultural, artístico 
y monumental español contra la exportación y la expoliación; regu-
lación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de 
títulos profesionales y normas básicas para el desarrollo del artícu-
lo 27 de la Constitución a fin de garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones de los poderes públicos en esta materia 55. El n.O 2 del 
arto 149 estipula que, sin perjuicio de las competencias que pueden 
asumir las comunidades autonómicas, el Estado considera el servicio 
de la cultura como deber y atribución esencial. 
Por último queremos indicar que a nuestro entender el cuadro 
de distribución de competencias está exento de la claridad que sería 
de desear. Ello sin lugar a dudas se debe en buena parte a las dificul-
tades intrínsecas de la cuestión, pero también quizá a la falta de una 
auténtica voluntad -quizá recelo-, a nivel de las fuerzas políticas e 
institucionales que conforman el Estado, de realizar una España de 
las autonomías. 
55. e.E. arto 149. 
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Apuntamos líneas más arriba que el deslinde de competencias 
entre el Estado y la Comunidad Autónoma de Cataluña no era todo 
lo diáfano de desear. Sin duda esta ambigüedad redunda negativa-
mente: 1.0, a la hora de señalar qué materias, por corresponder espe-
cíficamente a la Generalidad, pueden generar tensiones entre comuni-
dad autónoma y confesión religiosa; 2.°, que se demoren soluciones, 
ante la duda del interlocutor válido. 
Sin embargo, apuntar la cuestión merece empeño porque cons-
tituye el contenido de lo que venimos a llamar Derecho Eclesiástico 
de la Comunidad Autónoma de Cataluña. 
En tres bloques estimo que se puede encuadrar la temática suscep-
tible de generar tensiones: 
a) Las materias concordadas entre la Santa Sede y el Estado 
español, cuya ejecución correspondiente a la Generalitat en virtud de 
lo que estipula el p. 3 del artículo 27 del Estatuto de Cataluña por 
afectar a materias atribuidas a su competencia. 
Como es sabido, en enero de 1979 el Estado español y la Santa 
Sede suscribieron unos acuerdos en los que se regulaba el modus 
operandi entre Estado e Iglesia en cuestiones de mutuo interés 56. 
Se podría incluso decir que ha sido un modo de dar cumplimien-
to al arto 16 de la Constitución española 51. Este concordato 58 se instru-
menta en forma de convenios parciales que regulan: asuntos jurídi-
56. Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede de 28 de julio de 
1976 ratificado el 19 de agosto de 1976, en «A.A.S.» LXVIII (1976), pp. 509-512. 
Y los cuatro Acuerdos (asuntos jurídicos, asuntos económicos, enseñanza y 
asuntos culturales, y asistencia en las fuerzas armadas y servicio militar de 
clérigos y religiosos) de 3 de enero de 1979, ratificados por sendos instrumentos 
de 4 de diciembre de 1979, en «A.A.S.» LXXII (1980), pp. 29-62. 
57. «Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de 
la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de coopera-
ción con la Iglesia Católica y las demás religiones», p. 3, arto 16, C.E. 
58. Siguiendo a J. Fornés y en contra de algún sentir doctrinal estimo 
que estos acuerdos constituyen «una unidad orgánica, un único cuerpo nor-
mativo». Como señala este autor existen tres razones para abundar en ello: 
a) porque los principios que los informan son los mismos; b) porque hay 
conexiones internas entre ellos y, en concreto, remisiones o referencias ex-
presas al del 1976; y c) porque la primera parte de este último Acuerdo 
-es decir, su importante Preámbulo o Exposición de motivos- es común a 
todos e introduce no sólo el Acuerdo del 76, sino todos». El nuevo sistema 
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cos; enseñanza y asuntos culturales; asistencia religiosa a las fuerzas 
armadas y el servicio militar de los clérigos y religiosos; asuntos 
económicos. 
A estos convenios les ha precedido un largo decurso negociador 
cuyos antecedentes habrá que situarlos en el anterior régimen, con una 
dinámica propia no exenta de una atmósfera de urgencia por lo que 
a su rúbrica final hizo referencia 59. Todo ello, estimo, hizo no tener 
en cuenta, al negociar los convenios la posibilidad constitucional, que 
luego sería realidad, de la construcción de un Estado de las autono-
mías. 
El contenido de los convenios se ordenó, sin lugar a dudas, a 
una concepción centralista del Estado. Lo ideal, de haber estado pre-
sente la idea de un Estado de las autonomías o con comunidades autó-
nomas, hubiera sido establecer, en las materias que presumiblemente 
se preveían, pautas marco que hubieran podido ser desarrolladas con 
concordatario español (Los acuerdos de 1976 y 1979), Pamplona, 1980, p. 22. 
Lombardía ha escrito al respecto: 
«Prescindiendo ahora de las motivaciones que movieron en la génesis 
de la revisión del Concordato a adoptar este sistema, el hecho de que el 
nuevo Derecho concordatario español esté recogido en cinco instrumentos bilate.· 
rales distintos no deja de tener alguna· significación jurídico-positiva. Incluso 
los cuatro acuerdos firmados en el mismo acto, el 3 de enero de 1979, fueron 
autorizados para la rectificación por las Cámaras mediante votaciones sepa· 
radas para cada uno de ellos y hubo grupos parlamentrios que dieron su 
voto a unos Acuerdos y a otros no. En rigor cabe la posibilidad de la denuncia 
de uno o varios Acuerdos, con independencia de los restantes. Pero los cinco 
tienen una unidad moral, por lo que a nadie sorprendería que, en . caso de 
violación de uno de ellos, la otra parte se considera desvinculada de la 
obligación de observar lo estipulado en los restantes Acuerdos. También es 
perfectamente posible que las normas estatales de ejecución de los Acuerdos 
atiendan conjuntamente a exigencias derivadas de dos o más de ellos. 
La forma de acuerdos separados es también irrelevante para el supuesto 
de derogación total o parcial por mutuo acuerdo. De mediar el consenti-
miento de ambas partes, ninguna dificultad ofrece proceder a la derogación de 
normas concretas de los distintos acuerdos, dejando en vigor el resto, sin 
que ello implique la completa derogación de ninguno de ellos. El problema 
sería idéntico al de la derogación parcial de un concordato unitario, del 
que es muy reciente precedente el Protocolo ratificado el 23 de abril de 1975, 
adicional al Concordato con Portugal de 7 de mayo de 1940». Fuentes del 
Derecho Eclesiástico Español, en Derecho Eclesiástico del Estado Español, 
Pamplona, 1983, pp. 152·153. 
59. La urgencia es la característica que acompaña a la firma tanto del 
acuerdo de 1976, como de los de 1979. En el primer supuesto quizá más 
impulsado por el Gobierno español para dar una imagen de cambio, la 
segunda por la Santa Sede para consolidar incertidumbres. Véase por lo que 
hace referencia al acuerdo firmado el 28 de julio de 1976 el Comentario al 
acuerdo entre la Santa Sede y el Estado Español de 28 de julio de 1976 de Al· 
berto de la HERA en «Ius Canonicum» (1976), pp. 153 Y ss., Y en especial p. 157. 
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posterioridad por la Iglesia con las respectivas comunidades autó-
nomas. 
La existencia de estos acuerdos de 1979 implican por una parte 
un tácito y mutuo reconocimiento de la propia realidad del Estado 
y de la Iglesia en las cuestiones que convienen y por otra el deseo por 
ambas partes contratantes de zanjar el mayor número de cuestiones 
litigiosas en el ámbito de sus obligadas relaciones. 
Las partes están convencidas, al rubricar el Concordato, que con 
ello no se resuelven en términos absolutos las cuestiones problemá-
ticas, y así en los propios instrumentos se establecen cláusulas para 
resolver los posibles problemas a que pudieran dar pie la aplicación 
de los convenios 60. 
Pues bien, un primer grupo de materias en el seno de las cuales 
puede surgir controversias entre la Comunidad Autónoma de Cataluña 
y la Iglesia Católica ubicada en Cataluña es el de la plena virtualidad 
a nivel general de estos acuerdos suscritos por el Estado pero que 
a tenor de las transferencias a la comunidad autónoma corresponde 
a éstas en el seno de su territorio darles eficacia. Estas materias son: 
enseñanza; asuntos culturales; exenciones fiscales. 
El segundo grupo de cuestiones está Íntimamente conexo con la 
propia razón de ser de la Comunidad Autónoma. La'Comunidad Autó-
noma justifica el tratamiento específico de que es objeto en base a 
sus peculiaridades, peculiaridades que generan determinados proble-
mas. En la gestión de estas cuestiones propias para la cual están 
dotadas en alguna medida de las debidas competencias pueden con-
verger también intereses de la Iglesia. 
En este orden y con carácter orientativo nos permitimos apuntar 
algunas materias: autorización para crear escuelas o institutos de 
carácter confesional en lo que dependa de la Generalitat; nombra-
miento de los profesores de religión de las escuelas de la Generalitat; 
nombramiento de sacerdotes para que todo ciudadano pueda ejercer 
su derecho a la libertad religiosa y así se provea a hospitales 61 y ce-
60. Vid. e.g. arto VII del Acuerdo sobre asuntos jurídicos; arto XVI del 
Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales ect. Acuerdos cit. ut supra 
nota 56. Vid. sic. «La Santa Sede y el Gobierno español procederán de común 
acuerdo en la resolución de las dudas o dificultades que pudiesen surgir en 
la interpretación o aplicación de cualquier cláusula del presente Acuerdo, 
inspirándose para ello en los principios que lo informan». 
61. Esto por otra parte se prevé en los acuerdos jurídicos: vid. arto IV 
del Acuerdo sobre asuntos jurídicos. 1) «El Estado reconoce y garantiza el 
ejercicio del derecho a la asistencia religiosa de los ciudadanos internados 
en establecimientos penitenciarios, hospitales, sanatorios, orfanatos y centros 
similares, tanto privados como públicos. 2) El régimen de asistencia religiosa 
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menterios, etc., etc. Este tema merece especial atención porque junto 
a la potestad de orden ha de acompañar la correspondiente juris-
dicción cuya concesión corresponde con carácter exclusivo a la Igle-
sia y de modo concreto al Ordinario local 62. Inserción de las institu-
ciones asistenciales, sanitarias, educativas y de instrucción de la Igle-
sia en el cuadro general de la programación pública de la comunidad 
autónoma en los distintos sectores. Coordinación de las festividades 
litúrgicas de carácter local con el calendario local. Licencias para re-
construir; planes de zona; planes de remo delación que afecten a bie-
nes o lugares sagrados; planes de ejecución con particularidades de 
matiz religioso, así edificios de culto, de actividad caritativa, asisten-
cial de instrucción religiosa y formación ministerial. 
En tema de protección artística la cuestión tampoco es fácil. Exis-
te multitud de edificios, objetos cuya titularidad corresponde a la 
Iglesia, incluso de formas litúrgicas hechas costumbre, que respon-
den también a la expresión de un determinado sentimiento religioso 
de un pueblo. Sin duda, a la Generalitat corresponde, en lo que de 
acerbo de un pueblo implica, actuar por su pervivencia; para ello sin 
duda deberá acordar con la autoridad religiosa. Por lo que · hace re-
ferencia a los bienes de carácter artístico, junto al Estado correspon-
de vigilar su posible expoliación y exportación, pero a la Generalitat 
corresponde cuidar del posible traslado de ámbito regional, o en otras 
palabras, velar por su permanencia en el seno de su ámbito territo-
rial. En cuanto a la televisión y radio de la Generalitat, la posibilidad 
de dar acogida a programas religiosos 63. 
católica y la actividad pastoral de los centros mencionados serán regulados 
de común acuerdo entre las competentes autoridades de la Iglesia y del Es-
tado ... ». Acuerdo cit. ut supra nota 56. 
62. Vid. tito IV Libro II del Código de Derecho Canónico de 1917. 
63. «En el artículo 16 del Estatuto reserva a la Generalitat «el desarrollo 
legislativo y la ejecución del régimen de radiodifusión y televisión en los 
términos y casos establecidos en la Ley que regule el Estatuto jurídico de la 
radio y televisión». Se reconoce, pues, una competencia compartida, para cuyo 
ejercicio deberá respetarse lo establecido en el Estatuto jurídico de la radio 
y televisión. Ley estatal pormenorizada que, eso sí, podrá ser desarrollada 
y llevada a la práctica por la Generalitat. Igual competencia se reconoce con 
relación al régimen de la prensa y restantes medios de comunicación social,. 
si bien aquí el único límite será el de la normativa básica estatal. 
Lo que más llena la atención es, no obstante, el tercer párrafo del citado 
artículo 16, en el que se dice que 'la Generalitat podrá regular, crear y man-
tener su propia televisión radio y prensa', idea ésta que implica reconocer la 
titularidad de la Generalitat sobre estos servicios públicos, pues sólo el 
titular podrá crear o no el servicio. En este sentido, el citado párrafo entraría 
en contradicción con todo intento legislativo que a nivel del Parlamento es-
pañol pretendiera concebir cualquiera de estos servicios como de titularidad 
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Un tercer bloque de cuestiones hace referencia a disposiciones 
administrativas de la Generalitat de Cataluña, que se estime por la 
Iglesia que atentan contra los derechos y deberes fundamentales que 
se establecen en el título I de la Constitución de 1978. 
Como es sabido, no sólo los órganos públicos del Estado vienen 
obligados a la tutela de los principios que se establecen en el libro I 
de nuestra Constitución, sino también los de la comunidad autónoma 
como expresamente se prevé en el artÍCulo 8 del Estatuto de Cataluña: 
«1. Los ciudadanos de Cataluña son titulares de los derechos y 
deberes fundamentales establecidos en la Constitución. 
2. Corresponde a la Generalitat, como poder público y en el ám-
bito de su competencia, promover las condiciones para que la libertad 
y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean 
reales y efectivos, remover los obstáculos que impidan o dificulten 
su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en 
la vida política, económica, cultural y social» 64. 
Por ello a la comunidad autónoma corresponderá muchas veces, 
en razón a la materia que es competente, materalizar en el orden 
estatal, para otorgar luego su gestión a las Comunidades Autónomas me-
diante concesión. El valor real de este tercer párrafo tiene su aclaración en 
la disposición transitoria octava. En ésta se dispone cómo debe entenderse 
el citado párrafo tercero del artículo 16, al decir que este párrafo «supone 
que el Estado ·otorgará en régimen de concesión a la Generalitat la utilización 
de un tercer canal, de titularidad estatal, que debe crearse específicamente 
para su emisión en el territorio de Cataluña, en los términos que prevea la 
citada concesión». 
El régimen de la televisión queda, pues, en manos del Estado, y la posi-
bilidad de crear una televisión catalana no es más que permitir hacer uso de 
la concesión estatal. El Estado se reserva la dirección de todo 10 relativo al 
tema de la televisión, pues en la concesión determinará las reglas a que debe 
someterse la Generalidad en su actuación, de forma que 10 dicho en el ar-
tículo 16, 3, del Estatuto, 'la Generalitat podrá regular, crear y mantener su 
propia televisión .. .', queda, de hecho, reducido a que la Generalitat podrá 
mantener y gestionar el servicio de televisión que el Estado le conceda. La 
misma idea concesional conlleva esta idea de separación entre la titularidad 
del servicio, estatal, y la gestión del mismo, que corresponderá a la Gene-
ralitat; el problema radica en saber cuáles van a ser las prerrogativas que va 
a mantener el Estado como titular del servicio, que, en principio, pueden ser 
muchas. Pero para resolver este punto habrá que esperar a la concesión con-
creta del servicio». J. SALA, Las competencias ... , o.c., pp. 74-75. A pesar de lo 
que señala este autor estimo que el tema de la programación religiosa puede 
ser una cuestión importante en las relaciones entre la Generalitat y la Jerar-
quía Católica. 
64. Loc. cit. 
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práctico los princIpIos fundamentales que la Constitución y el Esta-
tuto de autonomía otorgan al ciudadano catalán. Encargado de que 
no se vulneren con respecto a la Iglesia Católica, lo será institucional-
mente la jerarquía eclesiástica de la Comunidad Autónoma de Cata· 
luña, sobre todo en aquellas materias que hagan referencia a prose' 
Iitismo, manifestaciones de índole religiosa, caridad, organización y 
nombramiento de cargos, etc., etc. 
Aunque en este tercer bloque de cuestiones, como en otros, el 
acuerdo será sin duda un modo eficaz de solución, cabe por parte de 
la jerarquía -cuando se estime que sea vulnerado por parte de la 
Comunidad Autónoma los derechos que le otorgan la Constitución y 
el Estatuto- recurrir · al correspondiente recurso de amparo tal cual 
establece el párr. 2.° del artículo 52 y elLo, b, del artículo 162 de la 
Constitución de 1978 65 • 
IV. LA CAPACIDAD PACTICIA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA CATALANA 
y DE LA JERARQUÍA CATÓLICA CATALANA 
Si como hemos visto la autoridad civil y la Comunidad Autónoma 
Catalana puede entrar en colisión con la Iglesia Católica, estimo que 
también es realista prever que habrá de producirse el diálogo en el 
seno de la obligada convivencia con la Iglesia. En este orden se nos 
hace necesario averiguar el interlocutor óptimo por parte de la Iglesia 
ya que por parte de la comunidad autónoma está claro que lo es la 
Generalitat de Cataluña. 
a) Interlocutor válido de la Iglesia Católica en Cataluña 
La cuestión es compleja, más de lo que a primera vista podría pa-
65. «Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y dere-
chos reconocidos en el arto 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante 
los· Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 
preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante 
el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción 
de conciencia reconocida en el artículo 30». C.E., p. 2, arto 53. 
Están legitimados: Para interponer el recurso de amparo, toda persona 
natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del 
Pueblo y el Ministerio Fiscal». C.E., arto 162. 
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recer, y sin lugar a dudas no se puede dar por resuelta poniendo sólo 
de manifiesto la inexistencia en la estructura jerárquica territorial 
canónica de un eslabón homologable al de la Comunidad Autónoma, 
y propugnando en consecuencia su erección. 
La vía de solución tampoco es fácil desde la perspectiva de la 
Iglesia porque cuestiones de índole teológica, jurídica y política se 
entremezclan, planteándose algunos interrogantes que estimo que hay 
que resolver como cuestión previa: 
a) ¿ Corresponde siempre a la suprema potestad de la Iglesia 
convertir, regular o estipular con la autoridad civil, o sólo cuando 
la naturaleza de lo pactado y del propio instrumento exige a la Igle-
sia-a tenor de los usos- poner de manifiesto su condición de sujeto 
de derecho internacional? 
b) ¿ Se cercenan las competencias que por institución fundacio-
nal tiene el obispo si éste ve condicionada su actividad a disposiciones 
supradiocesanas que no dimanan de la Santa Sede? 
c) ¿ Cabe encontrar en el organigrama eclesial catalán un ente 
con capacidad de convenir, en nombre de la Iglesia, con la Generalitat 
de Cataluña? 
Respecto al primer interrogante, por de pronto se debé recordar 
que el tema de la subjetividad internacional de la Iglesia. ha sido 
tema en el cual la doctrina ha deparado atención 66 aunque no al pun-
66. Vid. fundamentalmente a partir de 1929: D. ANZILOTTI, La condizione 
giuridica internazionale della S. Sede in seguito agli accordidel Laterano,en 
«Rivista di dirittointernazoinale» (1929), pp. 165 SS.; A. DIANA, La S. Sede e 
il diritto internazionale dopo gli accordi lateranensi dell'll febraio 1929, ibidem, 
pp. 177 SS.; J. T. DELos, Le traitédu Latran et la situation nouvelle de la Papauté, 
«Rev. Gén. dr. Inter» (1929), pp. 452 SS.; G. MORELLI, Il trattato fra l'/taliae 
la S. Sede, ibidem, pp. 201 SS.; G. BALLADORE PALLIERI, Il rapporto fra Chiesa 
cattolica e Stato Vaticano secondo il diritto ecclesiastico e il diritto inter-
nazionale, en «Riv. internazionale di scienze sociali» (1930), pp. 195 SS.; ID., Il 
diritto internazionale ecclesiastico, Padova, 1940, pp. 24 SS.; LE FuR, Le Saint 
Siege et le droit des gens, París, 1930; M. PETRONCELLI, La Santa Sede e lo 
Stato della Cifta del Vaticano, en «Riv. internazionale scienze sociali» (932), 
pp. 169 ss.; P. A. D'AvACK, La qualifica giuridica della S. Sede nella stipula-
zione del Trattato Lateranense, en «Riv. Dto. internazionale» (1935), pp. 83 ss., 
217 ss.; M. FALCa, The legal position of the Holy See before and after the 
Laterane agrements, Oxford, 1935; G. OLIVERO, La Chiesa e la comunita inter-
nazionale, en Atti del Congreso internazionale di diritto canonico, 1, Milano, 
1972, pp. 433 ss.; M. F. CASTAÑO, Puede la Iglesia formar parte de la ONU?, ivi, 
II, pp. 295 ss.; L. SPINELLI - G. DALLA TORRE, Il diritto publico ecclesiastico dopo 
il Concilio Vaticano 1I, Milano, 1982. 
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to de dejar resueltos todos sus extremos, como recientemente han 
puesto de manifiesto Spinelli-Dalla Torre 67. 
Canonistas e internacionalistas siguen discutiendo si la tal subje-
tividad cabe predicarla o no de la Iglesia y de la Santa Sede a la vez 
o con independencia una de la otra. Mientras los primeros sostienen 
que corresponde de manera indistinta a ambas, los segundos opinan 
que es más coherente desde la perspectiva del Derecho internacional 
predicar sólo de la Santa Sede la condición de sujeto de derecho 
internacional. 
Terciando brevemente en la cuestión, estimamos que si bien la 
Iglesia -especialmente a partir de 1870 68- viene actuando en el orden 
internacional a través de la Santa Sede, lo fue en tanto en cuanto 
consideró que era un modo técnico y útil de operar que permitía sos-
layar, a la hora de intervenir internacinalmente, cuestiones previas 
que hubiesen dificultado la obtención de determinados objetivos. 
En la actualidad, y con independencia de otros razonamientos, 
ante los cambios' de criterios en los usos internacionales -en orden 
a ampliar las áreas de reconocimiento de subjetividad jurídica inter-
nacional- me parece que resulta obvio que ambas poseen persona-
lidad jurídica internacional. 
En cuanto a si sólo es prerrogativa de la Iglesia universal estipu-
lar, convenir ... con la autoridad civil, estimamos que corresponde en 
sentido' estricto estipular 69 convenios a aquellos representantes de la 
67. L. SPINELLI - G. DALLA TORRE, Il diritto ... , o.c., p. 92. 
68. Como ha señalado V. DEL GIUDICE en la sexta edición de su Corso di 
Diritto Ecclesiastico, Milano, 1946, pp. 74 Y ss., en el epígrafe en que se es-
tudia la personalidad internacional de la Santa Sede después de 1870; la 
doctrina sostiene fundamentalmente dos posturas controvertidas a propósito 
de si los acuerdos podían tener el valor de actos de carácter internacional. 
La realidad es que la Santa Sede realizó una actividad que entiendo que 
implicaba un tácito reconocimiento de capacidad de actuación en el ámbito 
internacional. Los ejemplos de mediación a que alude V. del Giudice (o.c., 
pp. 77-78) pueden en alguna medida corroborar nuestra tesis (mediación en 
1885 entre España y Alemania a propósito de las islas Carolinas; mediación 
entre Inglaterra yPostugal en 1890 a propósito de la navegación en el Africa 
Oriental; mediación entre Portugal y el Estado libre del Congo en 1891; me-
diación entre Inglaterra y EE.UU. sobre los confines de la Guayana en 1894; 
mediación entre Haiti y Sto. Domingo en 1895; entre Argentina y Chile en 
1896, etc., etc.). 
69. CORRAL a la vista de que W. AYMANS afirma que: «Si la Iglesia particu-
lar -en tanto en cuanto está y permanece en comunión con la Iglesia uni· 
versal- la representa, haciéndola concretamente presente en el espacio y en 
el tiempo, no se ve por qué no pueda participar simultáneamente del reco· 
nocimiento jurídico·internacional que le es otorgada a aquélla. Naturalmente 
hasta ahora no se trata nada más que de una posibilidad teológica, subyacente 
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Iglesia universal sólo cuando en el instrumento concordatorio se re-
gulen cuestiones que por su naturaleza corresponde convenir a la su-
prema potestad 70; así, por ejemplo, modificación del Derecho común 
vía concesión de privilegios, etc., etc., y 10 que se ha venido a llamar 
causas mayores 71, pero no en los demás supuestos . 
. Esta perspectiva es quizá la que se ha tenido poco en cuenta por 
parte de la Santa Sede, la cual por el principio de la «suprema y ple-
na potestad de jurisdicción en la Iglesia universal» que tiene el Ro-
ala Comisión de la Iglesia». se pregunta si «desde una perspectiva eclesio-
lógica, ¿no podrían las Conferencias episcopales actuar como órganos de ·la 
Iglesia Universal, en cuanto representantes de las Iglesias particulares en 
las que y de las que subsiste la única Iglesia universal? A nuestro juicio, opina 
Corral y yo con él, sin embargo, no puede pasarse por alto el texto que · sigue 
al citado por el autor en la Constitución Lumen gentium. En él se afirma que 
los Obispos, cada uno de por sí, si bien «visible principium et fundamentum 
sunt Unitatis in sius Ecclesiae particularibus, ad imaginem Ecclesiae univer-
salis formatis», no obstante, sólo «omnes autem cum Papa totam Ecclesiam 
repraesentant in vinculo pacis, amoris et unitatis». Una Iglesia particular y, 
por tanto, su cabeza, el Obispo, no pueden de por sí representar a · toda la 
Iglesia universal. No es lo mismo ser miembros y órganos de la Iglesia uni-
versal, en cuanto pertenecientes a ella, que serlo en cuanto representantes 
de toda ella. 
En cambio si obrasen bien colegialmente unidos en concilio o en Sínodo 
Episcopal Universal (caso de evolucionar su actual estructura) bien por dele-
gación de ambos (o del Romano Pontífice) podrían ostentar la representación 
de la Iglesia universal sea para toda ella sea para la de una porción o 
diócesis. 
De por sí, los Obispos sólo pueden estipular convenios que no alcanzan la 
naturaleza de convenios diplomáticos (concordatos), y producir derecho con-
vencional, que bajo el punto de vista eclesial es un derecho canónico particular 
diocesano (o pluridiocesano) convenido con el Estado. 
Es, además, derecho estatal eclesiástico (convenido) diocesano (o pluri-
diocesano) convenido con el Estado. 
Pero por intervenir en su producción la otra Alta Parte, contratante, 
no es un mero derecho canónico, por muy especial que se lo considere. Es, 
además, derecho estatal. De él no podrá disponer unilateralmente la autoridad 
eclesiástica» (Del sistema concordatario ... , o.c., pp. 399 Y ss.). 
70. Vid. en sentido parecido C. CORRAL, La vía española de los convenios 
específicos, en Problemas de Iglesia y Estado, Madrid, 1978, pp. 187 Y ss. «Por 
tanto, sólo quedarían reservados a la Santa Sede y a los que en su nombre 
actuaren los cenvenios cuyas materias fueran de la competencia exclusiva de 
aquélla. La razón es demasiado obvia como para detenerse a exponerla: innú-
meras son las cuestiones de segundo rango y hasta de detalle que necesaria-
mente han de arreglarse en inteligencia con las autoridades públicas ya del 
Estado, ya de entes públicos inferiores. Resultaría absurdo que todas ellas 
tuvieran que ser tratadas por la Santa Sede o con su expresa licencia o 
aprobación». 
71. Vid. can. 230 del CIC de 1917. 
852 EDUARD BAJET 
mano Pontífice 72, ha olvidado asumir una función de subsidiariedad 
que hubiera sido deseable en aquellas materias que podían ser resuel-
tas pacticiamente a otros niveles; así, por ejemplo, por la jerarquía 
eclesiástica local mediante convenios episcopales 73. 
Esta distorsión de perspectivas es lo que explica que en obras 
de carácter general, como son los Comentarios al. Código de Derecho 
Canónico que en cuatro volúmenes publicó la B.A.C., Cabreros de Anta 
aluda como único sujeto de los concordatos al «Romano Pontífice 
como jefe y cabeza de la Iglesia» 74, omitiendo cualquier referencia a 
la posibilidad de concordar por parte de los obispos residenciales. 
Lo grave de las palabras del canonista salmanticense no es la omisión 
a la competencia episcopal que sin lugar a dudas conocía, sino que el 
aserto se producía partiendo del convencimiento que de facto esta 
era la realidad. 
y es que por vía de hecho la realidad es ésta; parece que se haya 
confundido que efRomano Pontífice es el último detentador del poder 
de la Iglesia con el de ser el único interlocutor en cualquier grado 
y ámbito. 
Resulta de todos modos significativo en nuestra opinión ~ómo 
han tratado los autores esta cuestión del Ius Publicum Eclesiásticum. 
Sotillo, ~n la edición · de su Compendium iuris publici ecclesiastici 
puesta al día por Regatillo, clasifica así los Concordatos: 
«Rati<me subiecti activi: in episcopalia aut pontificia», aunque 
después al hablar del «subiectum activum» añade «ex parte Ecclesiae, 
nunc de facto R. Pontifex: quidquid sit de iure aliorum Praesulum 
inferiorum ieundi concordata circa iura particularia et utilates suarum 
ecclesiarum» 75; y luego haciéndose eco del estado de opinióh genera-
lizado que hemos señalado afirma: «Rodie reservanturS. Sedi; quia 
concordatum est causa maior, et quiaper illud saepe ius commune 
ecclesiasticum modificatur» 76, lo cual es un sofisma porque un acuer-
do no es per se causa maior sino que lo puede ser en cuanto a su con-
tenido, y porque en muchos concordatos hay cláusulas o pactos cuyo 
72. Vid. can. 218 del CIC de 1917. En el CIC promulgado en 1983 queda 
patente esta potestad ordinaria inmediata y universal del Romano Pontífice 
en el can. 331. .. 
73. Vid. a propósito de la subsidiaridad el arto de F. SALERNO, Canonizza-
zione del principio di sussidiarieta, en La collegialita episcopale per il futuro 
della Chiesa, Firenze, 1969, pp. 138 Y ss. 
74. M. CABREROS, Comentarios al Código de Derecho Canónico, 1, Madrid, 
1963, p. 67. 
75. L. SOTILLO, Compendium Iuris Publici Ecclesiastici, Santander, 1938, 
p. 330. 
76. Ibidem. 
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contenido van dirigidos a acomodar situaciones sin modificar para 
nada el derecho común 17. 
Ottaviani por su parte escribe: «Quae Episcopi, si quam concor-
diam ineant cum auctoritate civili sui loci, de negotis suae iurisdic-
tioni subiectis, pactum ineunt quod semper subest beneplacito supremi 
Ecclesiae Pastoris, quodque hodie non accenseretur ceteris conven-
tionibus, quae nomine specificoconcordata nuncupantur» '18. 
Creo que se ha infravalorado el papel que en la dinámica Iglesia-
autoridad civil pueden y deben jugar los convenios. A ello no ha sido 
ajena la postura de buena parte de la doctrina, la cual 19 -a excep-
ción de algunos autores postconciliares- ha dedicado poca atención, 
y cuan,do lo hiz0 80 fue para desvalorizarlos en base al argumento 
--entre otros 81_ de que el contenido de estos convenios carecían de 
identidad, ya que estaban limitados necesariamente a materias que no 
afectasen al derecho común ni a las llamadas causas mayores 82. 
77. Vid. e.g. arto XXII del Concordato entre la S. Sede y la Republica 
Dominicada . . Art. 11 del Modus vivendi suscrito entre la S. Sede y la República 
del Ecuador. Art. XIII del Concordato entre la República Colombiana y la 
Santa Sede; todos ellos en la colección C. CORRAL - J. JIMÉNEZ, Concordatos 
vigentes, 11, Madrid, 1981, pp. 604, 473, 451. En esta obra se encuentran múl-
tiples ejemplos de lo señalado. 
78. A. OTTAVIANI, Institutiones Iuris PubliciEclesiastici, Typis Polyglotis 
Vaticanis; 1960, p. 268. 
79. Véase AICHNER, Compendium iuris publici ecclesiastici, Brixinae, 1915, 
p. 27; F. M. CAPELLO, Summa Iuris publici ecclesiastici, Roma, 1954, p. 254; 
G. CASORIA, Concordati e ordinamento giuridico internazionale, Roma, 1953, 
pp. 115-119; F. CAVAGNIS, Institutiones iuris publici ecclesiastici, I, Roma, 1906, 
p. 415; A. n'AvAcK, voz Concordato ecclesiastico, en Enciclopedia del Diritto, 
VIII, Milano, 1961), p. 460; A. OTTAVlANI, Institutiones ... , O.C.; W. PLOcHL, Reflec-
tions on the nature and status of concordats, en «The Jurist» (1947), p. 17; 
E. REGATILLO, Concordatos, Santander, 1953, p. 50; J. SALOMÓN, La poli tique 
concordatarie des Etats depuis la fin de la deuxieme guerre mondiale, en <,Re-
vue generale du droit international publique» (1955), pp. 615-616; A. VAN HOVE, 
Prolegomena, Bruselas-Roma, 1945, p. 84; A. VERMEERSCH - J. CREUSEN, Epitome 
iuris canonici, I, Mechliniae, 1963, pp. 80-81; H. WAGNON, Concordats et droit 
internationel, Gembloux, 1935, pp. 113-116; F. X. WERNZ, Ius decretalium, I, Prati, 
1913, p. 228. 
80. En España fundamentalmente C. CORRAL, o.l.c.; en Italia entre otros 
G. DALLA TORRE, Chiesa locale e nuove prospettive del diritto publico ecclesistico 
esterno, Moderna, 1979; L. MUSSELLI, Chiesa cattolica é communita politica, 
Padova, 1975. 
81. Uno de los argumentos que se han traído a colación en orden a des-
merecer los convenios episcopales ha sido el de que éstos sólo contemplan una 
parte del territorio de un Estado. (Vid. Vermeersch-Creusen, Wagnon, O. c., 
entre otros). 
82. Entre otros autores, de manera especial G. CASORIA, O.C., p. 99, Y A. 
n'AvAcK voz Concordato, o.c., p. 460. 
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Desde nuestra perspectiva, este planteamiento incurre en un error 
de apreciación. Sin duda, el contenido material y ámbito territorial 
nos puede dar un alcance del convenio, pero su importancia vendrá 
determinada por la capacidad de resolver una determinada situación 
en la estructura social. En otras palabras, el valor de todo convenio, 
a nuestro entender, es directamente proporcional al servicio que pres-
ta en orden a su presupuesto teleológico, con independencia de la 
naturaleza de su contenido y de los límites territoriales a que se 
dirige. 
Por otra parte, como ha señalado la doctrina, encontramos en 
la historia y en la actualidad numerosos ejemplos de convenios epis-
copales. Entre los primeros, por ser territorialmente próximos a no-
sotros, podemos recordar el de Pedro IV de Aragón con el clero de 
Tarragona en el año 1372 o el de Alfonso V de Aragón con los pre-
lados de su reino 83. 
En la actualidad conocidos son, por ejemplo, los convenios entre 
los Obispos alemanes y los Hinder. Obviamente al lector una relación 
de cualquier tipo de convenio episcopal, pues fácilmente se pueden 
encontrar en autores como Corral, Casuscelli, y en gener~l en la lite-
ratura preocupada por el tema 84. 
También hay que poner de manifiesto que, no obstante las reser-
vas que en la política eclesiástica la cuestión · ha conllevado y conlleva, 
en la legislación de la Iglesia se acusa esta necesidad a la vez que 
realidad, y así en las postrimerías del pontificado de Pío XII se pro-
mulgó el M. P. Cleri Sanctitate, en un ambiente curial muy ajeno a la 
corriente descentralizadora y al espíritu del Decreto Christus Dominus 
del Concilio Vaticano 11 85. 
Este Motu Proprio reconoce a los patriarcas de las Iglesias orien-
tales el poder de estipular con la autoridad civil acuerdos siempre 
que no derogaran el Derecho común y que se hubiera solicitado y 
obtenido el consentimiento de la Santa Sede. 
Antes de cerrar estas líneas no está de más poner de manifiesto 
que hay unas razones de oportunidad, que en buena parte han arro-
pado este estado de cosas y que no nos resistimos a apuntar por parte 
de la Santa Sede: el miedo a acentuar el localismo 86; la propia ne-
83. Cit. por C. CORRAL, en Del sistema ... , a.c., p. 398. 
84. Vid. C. CORRAL - J. JIMÉNEZ, Concordatos ... , a.c., tít. 1; CASUSCELLI. 
85. 11 junio 1957, «A.A.S.» XLIX (1957), pp. 433 Y ss. 
86. Recuérdese cómo ha escrito L. HERTLING, Historia de la Iglesia, Barce-
lona, 1981, pp. 457 Y ss., el Vaticano I había definido al mismo tiempo que la 
infalibilidad la doctrina de la jurisdicción inmediata del Papa sobre la Iglesia 
entera (en omnes et singulos pastores et fideles). Gracias a ello se imposi-
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cesidad de apuntalar el papel internacional de la Santa Sede después 
de perdidos los Estados Pontificios 87; el reforzamiento que la auto-
ridad pontificia recibió del Concilio Vaticano 1 88 • 
bilitaba de una vez para siempre la resurrección de antiguas ideas del Galica-
nismo, febrominismo y sistemas afines ... ». 
87. Resulta curioso que en el pontificado de León XIII la actividad de la 
Santa Sede de tipo internacional se circunscribía más en el campo del arbitraje 
que en el concordatario. En cualquier caso la propuesta de Bismarck en 1885, 
como ha señalado O. K6hler, «para que interviniera como mediador en la dispu-
ta entre Alemania y España acerca de las islas Carolinas era naturalmente 
importante para León XIII, . en primera línea porque interpretaba el gesto de 
Canciller del Raich como reconocimiento de la soberanía temporal». O en 
palabras de E. BORw, este paso significaba «el reconocimiento de la sobe-
ranía temporal efectiva del papa, cual no había tenido lugar desde la ocupa-
ción de los Estados de la Iglesia en 1870». El plan mundial de León XIII: 
objetivos y métodos, en H. JEDIN, Manual de historia de la Iglesia, V1I1, Bar-
celona, 1978, p. 62. 
Con Pío X la actividad concordataria también fue reducida: Con Bene-
dicto XV y especialmente con Pío XI se realizó por parte de la S. Sede un 
amplio despliegue en este orden en el campo internacional, vid. al respecto 
entre otros F. DELLA Roca, Appunti di Storia concordataria, Milano, 1977, 
pp. 494 Y ss. 
88. Afirma B. Dupuy, Hacia una teología del episcopado, en El episcopado 
y la Iglesia universal. Barcelona, 1966, p. 267, que «Sería erróneo, en verdad, 
creer que los Padres de 1870 sólo decretaron sobre la función del papa en la 
Iglesia y que, por lo mismo, la parte del episcopado necesita ser revalorizada: 
la obra del primer concilio Vaticano contiene elementos dispersos acerca de 
una doctrina del episcopado y, recientes trabajos lo han demostrado, esta 
doctrina es mucho más rica y trata la función de los obispos mucho mejor 
de lo que algunos de los manuales modernos creen poder asegurar. Se afirmó 
repetidas veces que el poder del papa no venía a sustituir el de los obispos, 
que el soberano Pontífice no podría utilizarlos como «instrumentos» en el 
gobierno de la Iglesia, y que no es sólo el Papa quien posee la plenitud del 
poder episcopal. Sin embargo se insiste en que, dada la compleja red de rela-
ciones que unen al Papa con los otros jerarcas de la Iglesia, el primer concilio 
Vaticano trazó una línea de reflexión que va del «principio perenne y el 
fundamento visible de esta doble unidad» al cuerpo de los obispos, disemi-
nados por la diócesis y reunidos en concilio. Pero la constitución Pastor 
Aeternus, la única promulgada, no era más que la primera parte de una 
constitución completa de Ecclesia Christi. Como este proyecto, debido a las 
circunstancias de la vida política, no vio nunca la luz, no creemos exagerado 
admitir que el concilio tenía prevista la constitución de la Iglesia bajo el 
ángulo visual del poder de los obispos y, consiguientemente, lo habría orientado 
en otra dirección, como parte del colegio episcopal». En cualquier caso esti-
mamos que difícilmente del Vaticano I se puede decir que delimita, en sus 
justos términos el papel del obispo en la Iglesia. 
Para un análisis desde dos perspectivas distintas de la Constitución Pastor 
Aeternus vid. J. P. TORRELL, La theologie de l'episcopat au premier concile 
du Vatican, Paris, 1961, y D. PALMERI, Tractatus de Romano Pontifice cum 
prologomeno de Ecclesia, Roma, 1877. 
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Por parte de los gobiernos centrales, también existía interés por 
varias razones: era más cómodo zanjar las distintas cuestiones, que 
en el fondo ellos encuadraban en el denominador común de res religio-
sa, con un sólo interlocutor cuya intervención per se les garantizaba 
por otra parte el cumplimiento de lo pactado en las distintas dióce-
sis; para algunos gobiernos ha sido la manera indirecta de encontrar 
un reconocimiento en el consorcio internacional; también la genera-
lidad en la solución a nivel de Estado, permitía desbancar a priori 
signos de identidad regional que de otra manera se hubieran tenido 
que poner de manifiesto, etc., etc. 
Nos preguntábamos, líneas más arriba, si se cercenaban las com-
petencias que por institución fundacional tiene el Obispo, si condi-
cionábamos su actividad diocesana en algunos aspectos, a disposicio-
nes supradiocesanas que no dimanen de la Santa Sede. Este es un 
quid importante en el tema que nos ocupa. 
Como es sabido, la doctrina del Vaticano II 89 estimó necesario 
puntualizar algunos aspectos del papel del Obispo en la Iglesia, no 
añadiendo nada nuevo, porque sus presupuestos vienen ordenados en 
la propia institución de la Iglesia, pero sí recordando aquellos aspec-
tos que en virtud 90 de distintas tensiones históricas se habían desdi-
bujado 91 • 
A los efectos de nuestro estudio, no hay que olvidar que la com-
89. Vid. Vaticano I1: Constitución Lumen gentium, cap. I1I; y Decreto 
Christus Dominus. 
90. Vid. n. 18 a 21 de la Constitución Lumen gentium. 
91. Como es sabido el papel del obispo en la Iglesia está conectado de 
alguna manera con el tema de la comunicación de jurisdicción episcopal. Como 
ha señalado CLAEYS-BOUUAERT a partir de la Edad Media para poner más de 
manifiesto el carácter primado del Papa, la corriente curialista romana ba-
sándose en el Corpus Iuris, en textos atribuidos a Pedro Damián y a Tomás 
de Aquino defendían la tesis de la comunicación inmediata de la jurisdicción 
episcopal por el Papa. 
Trento al tratar del poder de los obispos no resuelve las encontradas 
opiniones que en las sesiones preparatorias se habían puesto de manifiesto 
en uno y otro sentido por teólogos de la talla de Lainez, Salmerón, Alfonso 
de Castro y Francisco de Vitoria. La doctrina posterior continúa discutiendo 
el tema sic. vid. Suárez, Benedicto XIV, Vázquez Tournely. Berlamino en su 
obra de Romano Pontífice recoge las opiniones de los autores sin pronun-
ciarse. 
El concilio Vaticano I proclamó la supremacía del papado pero no entro 
en la dimensión del Obispo en la Iglesia. 
Es el Vaticano II el que recuerda, sin detrimento de la Primacía del Papa, 
el papel del obispo en la Iglesia: Para una versión más amplia de la cuestión 
ver F. CLAEYs-BoUMAERT y la bibliografía que allí se cita en la voz Éveques de 
R. NAZ, Dictionnaire de Droit Canonique, vol. V, París, 1953, pp. 571 Y ss. 
ACUERDOS GENERALITAT DE CATALUÑA - IGLESIA CATÓLICA 857 
petencia que se le asigna al obispo para una determinada zona llamada 
diócesis lo es en virtud de la misión canónica que se le atribuye y 
no en virtud de la ordenación 92. 
Este poder pastoral puede perfectamente delimitarse por lo que 
hace referencia a su contenido en su sentido de que algunos actos de 
gobierno vengan obligados a ajustarse a decisiones supradiocesanas 
por ejemplo regionales. 
Ello no infravalora el papel del Obispo diocesano, de igual manera 
que no lo hace el hecho de que éste tenga que adecuar su actividad 
a las disposiciones de la Santa Sede 93, e incluso potencie, en línea con 
el Vaticano n, la colegialidad episcopal de una manera real. 
La Iglesia particular 94 -si por tal entendemos un grupo de fieles 
adscritos a la jurisdicción ordinaria del obispo de un determinado 
territorio- hay que situarlo en su contexto; tan grave es descono-
cerlo en su materialidad como supravalorarlo. Con independencia de 
otras circunstancias que hay que tener en cuenta, su última ratio en 
buena parte responde a una funcionalidad, y en este sentido lo que 
hoyes una diócesis mañana pueden serlo cuatro o viceversa, sin que 
por ello el sentido de lo particular (local) tenga que sufrir. 
Al no existir unos presupuestos fundacionales en cuanto a la or-
ganización administrativa, y muy generales en cuanto a la distribu-
ciónde los ámbitos de jurisdicción, puede ser importante crear por 
vía de adecuación -que no de excepción- entes que respondan a las 
realidades del momento. . 
Es verdad que no parece aconsejable -como ha puesto de mani-
fiesto un sector de la doctrina italiana- que se multipliquen las ins-
tancias intermedias entre el obispo y la Santa Sede 95, pero no hasta 
92. Vid. n. 2 de la nota explicativa emanada de la Comisión doctrinal que 
se acompaña a la constitución Lumen gentium del Concilio Vaticano n, Con-
cilio Vaticano Il, Constituciones, Decretos, Declaraciones. 
93. Aunque la cuestión por obvia no necesita aclaración, es oportuno se-
ñalar que en el canon 381 del CIC de 1983 el tema de la actividad del obispo 
se plantea de manera diferente que en el canon 335 del CIC de 1917. 
94. En el libro n, parte n, del CIC de 1983, la sección n se titula «De 
Ecclesis particularibus». Título que no se encuentra en el Cle de 1917. Ello 
pone de manifiesto el cambio de actitud operado a propósito de la impor-
tancia de la Iglesia local. 
95. «Infatti la Santa Sede ha voluto dovunque evitare una moltiplica-
zione delle istanze gerarchiche intermedie si che a tutt'oggi non vi e nel 
mondo cattolico a1cun territorio che sia contemponareamente soggetto alla 
potesta legislativa di pii1 conferenze episcopali costituite ai vari livelli (pro-
vinciales, regionale, nazionale, internazionale o continentale). Tra le varie 
preoccupazione che hanno determinato un simile orientamento as sume una 
particolare rilevanza, nel caso in esame, il pericolo che, rendendo il singolo 
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el punto de excluirlas a priori, aunque las circunstancias de la propia 
dinámica eclesial lo aconsejasen. 
Por otra patre, homologar a nivel de organización eclesiástica 
en algunos territorios las estructuras civiles no hay que entenderlo 
-frente a lo que se puede opinar- como síntoma de una prevalencia 
de la organización civil sobre la eclesiástica o como una renuncia al 
propio ser de la Iglesia 96. Pensar de esta manera es arrastrar comple-
jos históricos que hoy no tienen razón de ser 97. No es problema de 
permanencia de una identidad en base a una organización -plantea-
miento per ser absurdo- sino de adecuación o ajuste a la realidad 
como lo fue en su momento histórico las sedes metropolitanas 98. 
Por tanto estimo que no se cercenan las competencias del obispo 
diocesano 99 cuando en temas que hacen relación a la autoridad civil 
-por ceñimos a nuestro trabajo-, con dimensiones que trascienden 
lo específico de su diócesis, se pueda resolver en instancias superio-
res situadas en un marco en la cual participe el propio ordinario. 
Nos preguntábamos también líneas más arriba, si en el organi-
grama eclesial catalán existe un ente que represente a las ocho dióce-
vescovo soggetto alla potesta legislativa di piu organismi collegiali di carattere 
permanente, si giunga a un'eccessiva limitazione dell'autonomia diocesana». 
G. FELICIANI, Conferenze Episcopali ... , o.c., p. 67, en parecido sentido G. DALLA 
TORRE,Chiesa locale e ... , o.c., p. 108. 
96. Señala G. FELICIANI «in quanto una norma que imponesse l'automatica 
adequamento dei confini delle ainconcrezioni ecclesiastiche con quelli statuali 
importerebbe necessariamente una renuncia della Chiesa a determinare auto-
nomamente la propa organizzazione territoriale in funzione dei fini che le 
sono propri ed esclusivÍ», Lé conferenze Episcopale, Bolonia, 1974, p. 488. 
97. Dentro de las actuales coordenadas constitucionales, cesaropapismo, 
hierocratismo, regalismo o la tesis de la potestad indirecta de la Iglesia sobre 
lo temporal difícilmente pueden tener cabida. Para una síntesis de las doc-
trinas sobre las relaciones entre poder temporal y poder espiritual es de 
gran utilidad: V. REINA - A. REINA, Lecciones de Derecho Eclesiástico Español, 
Barcelona, 1983. Vid. también en la literatura española: A. DE LA HERA, Iglesia 
y poder temporal, en Derecho Canónico, Pamplona, 1977, pp. 611 Y ss. P. LoM-
BARDfA, El Derecho Eclesiástico, en el Derecho Eclesiástico del Estado Español, 
Pamplona, 1983, pp. 41 Y ss. En las obras de los dos últimos autores rese-
ñados se ofrece además la bibliografía fundamental para este tema. 
98. Hasta el s. VI se conocen con el nombre de metropolitanos los obispos 
de las capitales de provincia, coincidiendo en este caso la provincia eclesiásti-
ca con la civil. En cambio frente a lo que equivocadamente se ha podido en-
tender no es cierto que la diócesis coincidieran intencionadamente con las cir-
cunscripciones civiles romanas de suerte que la diócesis eclesiástica fuera te-
rritorialmente equivalente a la diócesis o civitas romana». A. GARCfA, Historia 
del Derecho Canónico. 1 primer milenio, Salamanca, 1967, pp. 217-218. 
99. Por emplear terminología del CIC de 1983 can. 381. 
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sis lOO, Y que tenga capacidad de convenir con la Generalitat de Cata-
luña, y de no ser así, si se puede constituir. 
El problema ni es fútil ni específico de Cataluña porque, como 
señalaba Corral en 1978, a propósito del papel que a la Iglesia par-
ticular le corresponde jugar en las relaciones Iglesia-Estado, «la cues-
tión en España revestirá en un próximo futuro una importancia tan-
to mayor cuanto más amplia sea la autonomía que sin discriminacio-
nes y privilegios se reconozcan a las distintas regiones y provincias» 101. 
Como hemos señalado más arriba, no ofrece dudas que cada uno 
de los ocho ordinarios pueden celebrar convenios en el ámbito de su 
diócesis en tema de su competencia, pero no tan claro en cambio está 
el cómo instrumentalizar una operación conjunta de las ocho diócesis 
a través de un ente institucionalizado que las represente. Las difi-
cultades son quizá más políticas que técnicas, a pesar de que estas 
últimas también jueguen su papel. 
Como hemos puesto de manifiesto desde la perspectiva global 
de Cataluña, los convenios diocesanos pueden significar, territorial-
mente hablando, sólo soluciones parciales. 
Para un tratamiento unitario por parte de la jerarquía en Ca-
taluña de las cuestiones que hacen relación Iglesia-Generalitat, esti-
mamos que en principio pueden ser tres los canales eclesiales a nivel 
de interlocutor: el Nuncio; la Conferencia Episcopal Española, que 
por ser de todo el Estado lo es de Cataluña; la «Conferencia Episco-
pal Catalana». 
El M. P. Sollicitudo omnium Ecclesiarum 100, de modo parecido 
que lo hace el p. 2 del can. 365 del C.LC. recién promulgado, establecía 
que corresponde al Nuncio ocuparse de las relaciones entre la Iglesia 
y el gobierno, especialmente en materia de concordato, pactos, modus 
vivendi, convenciones, 
Podría, pues, en nombre de la Iglesia y en el sentir de la Jerar-
quía Catalana ser el Nuncio un interlocutor a proponer. Varias razo-
nes estimamos que desaconsejan esta vía. En primer lugar, quizá 
desde una perspectiva formal, conviene recordar que la representa-
dón que ostenten los nuncios pueden inducir a error a la hora de 
calificar el instrumento e incluso la propia estipulación. En cualquier 
100. El ámbito territorial de algunas diócesis catalanas sobrepasa los lí-
mites de la Comunidad Autónoma, así es el caso de las diócesis de Solsona 
y de Tortosa, e incluso otra diócesis, el ámbito estatal, es el supuesto de 
la Seo de Urge!. 
101. C. CORRAL, La vía española. 00, o.c., p. 189. 
102. 24 de junio de 1969 «A.A.S.» 61 (1969), pp. 473-484. 
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caso, una situación susceptible de producir equívocos podría crear 
malestar en el gobierno central 103. 
En segundo lugar, en cuanto a la pretendida necesidad de inter-
vención del Nuncio cuando se estipula un convenio, nos parece que 
ésta sólo es obligada cuando la materia por su propia naturaleza está 
reservada a la Santa Sede en la línea que ya hemos tenido ocasión de 
señalar 104. 
En parecido sentido se expresan Corral y Musselli cuando esti-
man que la circunstancia de que se encomiende de manera prioritaria 
a los legados pontificios las relaciones entre la Iglesia y la autoridad 
civil no excluye la intervención de los obispos en este orden UJ5, 
103. <,Ello no significa que el Nuncio no pueda mediar en la realización 
de estos convenios de alguna manera. En Alemania, sirva de mención a lo 
más -ya que la capacidad de las Comimidades Autónomas está muy lejos de 
ser la de los liinder- se hace depender la entrada en vigor de los convenios 
episcopales de un cambio de notas entre Land y la Nunciatura Apostólica», 
vid. al respecto A. HOLLERBACH, O.C., pp. 282 y 283. 
104. Ut supra p. 851. 
105. MUSELLI, Chiesa ... , o.c., pp. 144-145, escribe: «Tuttavia, ad un'analisi 
appena piu approfondita, si pub notare come, anche alla luce di questo 
testo, si possa forse giustificare una . prassi pattizia d'ambito locale_ Infatti 
il dire che le relazioni tra Stato e Chiesa sono curate «regulariter» dal Nunzio 
non esclude a priori che, in casi particolari ed ove cib sia possibile, questo 
vengano curate anche dai vescovi, rimanendo naturalmente al Nunzio la fa-
colta di rappresentare la S. Sede e di curare la stipulazione delle convenzioni 
che attengano allo jus publicum. Vista quest'ultima riserva viene da doman~ 
darsi cosa s'intenda qui per jus publicum. La risposta che, ad opinione di 
chi scrive, si protrebbe forse dare e che per es so debba intendersi lo jus 
publicum pontificium, cioe tutto quel compres so di rapporti che, nel campo-
di cui ci occupiamo, fanno capo alla S. Sede e che essa solo pub, attraverso i 
suoi organi ed i suoi rappresentanti, far nascere, modificare ed estinguere. 
Quindi, l'attivita dei vescovi, se pub dar vita a norme di diritto locale, anche 
in materia di rapporti tra la Chiesa locale e l'autorita politica, non potrebbe 
invece influire sula sfera giuridica della S. Sede, né modificare le norme e 
le convenzioni da qtiesta poste in essere, senza espresso mandato da parte 
della medesima. Per quanto poi attiene alla modalita d'uso di questo potere 
dei vescovi, in materia di rapporti tra comunita religiosa locale e comunita 
civi1e, e agevole osservare come, anche in assensa di norme specifiche, lo 
stesso vincolo della Communio, imponga che tale potere venga esercitato, 
se non con il consenso espresso o tacito della S. Sede, almeno non in contrasto, 
con gli indirizzi generali da essa seguiti e colle direttive conciliari o piu 
generalmente magisteriali che si riferiscono al nostro settore». 
Por su parte C. CORRAL, La vía española ... , o.c., pp. 187-188, entiende que: 
«el que de forma regular se encomiende al Legado Pontificio cultivar las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado y de «forma peculiar» la materia 
concordataria y convencional sobre materia pertinente al Ius Publicum Ecc1e-
siasticum, nunca podrá implicar que todo él quede por completo reservado 
a la competencia de los Legados. Pues el Derecho Público comprende todo. 
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En tercer lugar la naturaleza de los temas a tratar que hace re-
ferencia al llamado Ius Ecclesiae particularis, aconsejaninterlocuto-
res muy en contacto con la realidad, posibilidad que por razones 
obvias (extensión del territorio, imposibilidad material, etc.) escapan 
al Nuncio cuya función está más en relación con líneas generales y 
cuestiones de Estado. 
La segunda vía que señalábamos era la de la Conferencia Epis-
copal Española. Como es sabido, ésta goza de personalidad jurídica 
canónica y civil (vid. arto 1.2. de los Estatutos vigentes de la Confe-
rencia Episcopal Española aprobados por la Santa Sede el 5 de fe-
brero de 1977 100), lo cual la dota de una identidad técnica en orden a 
los co,nveniosde que venimos tratando que merece tenerse en consi-
deración. 
Ahora bien, estimamos que las pautas no deben ir por este camino, 
porque siendo un . órgano adecuado no es el más acorde funcional-
mente. 
El episcopado español no puede dejar detener presente el esfuer-
zo histórico de la realidad permanente de que España está constituída 
el ámbito referente a las relaciones de la Iglesia y el Estado e, incluso, al 
derecho interno de la misma (Ius Publicum Internum) en el que resultaría 
comprendido, como parte del mismo, el Ius Ecclesiae particularis junto al 
Ius Ecclesiae universalis. Ahora bien, el Ius Ecclesiae particularis, bien sea 
en sí bien sea el1 relación con las autoridadeS civiles, tiene su propia compe· 
tencia y autonomía; que, 110·· por estar subordinadas a las del Romano Pon· 
tífice o Concilio-sé entiende-,quedan substraídaS a las respectivas autóri· 
dades eclesiales a escala diocesana o supradiocesana. Se trata de un principio 
que vale lo mismo ahora que antes; y más ahora, añadiríamos. Habría, pues, 
que interpretar el mencionado ius publicum en una acepción . más restringida, 
a saber, el ius promanante de la autoridad suprema eclesial -Romano Pon-
tífice o Concili0----' sea a título própio, sea por avocación de la causa, refié-
rase a la Iglesia Universal o a la Iglesia particular. Sería el ius pontificiúin 
o conciliare. 
Por tanto, sólo quedarían reservados a la Santa Sede y a los que en su 
nombre actuaren los convenios cuyas materias fueran de la competencia ex-
clusiva de aquélla. La razón es demasiado obvia como para detenerse a ex-
ponerla: innúmeras son las cuestiones de segundó rango y hasta de detalle 
que necesariamente han de · arreglarse en inteligencia con las autoridades 
públicas ya del Estado, ya de entes públicos inferiores. Resultaría absurdo 
que todas ellas tuvieran que ser tratadas por la Santa Sede o con su expresa 
licencia o aprobación. 
Por lo demás, el que sea función «regular» de los Legados Pontificios el 
fomentar las relaciones de la Iglesia con el Estado no excluye la existencia 
de formas extraordinarias o excepcionales de participar en su fomento, ni el 
que su incumbencia especial de los mismos el estipular convenios en materia 
de Derecho Público elimina incumbencias generales comunes de otros ór-
ganos». 
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peir una pluralidad de nacionalidades. La Conferencia Episcopal Espa-
ñola se configuró en su momento respondiendo a un arquetipo válido. 
No es difícil imaginar la reacción de la autoridad civil, y por qué no 
decirlo, también del episcopado español del momento, si en 1972 la 
Santa Sede hubiera concedido personalidad jurídica canónica a los 
obispos de Cataluña o del País Vasco costituidos en conferencia. En la 
actualidad, sólo una postura animada por una concepción centralis-
ta Ul'1 que se empeñe en desconocer la entrada en crisis de la concep-
ción del Estado moderno, y que la historia nos impulsa a un nuevo 
orden, intentaría convertir a la Conferencia Episcopal Española como 
único interlocutor de las comunidades autónomas. 
Por ello entendemos que López Alarcón ponga cierta vacilación 
(<<probablemente») cuando señala a la Conferencia Episcopal como 
interlocutor, aunque no resuelve la cuestión 108. 
Como ya he tenido ocasión de señalar, es problema de adecuación 
que no de pérdida de identidad crear los interlocutores óptimos para 
distintos niveles y materias. 
106. Vid. «Ecclesia» 4 de mayo de 1978, pp. 11 Y ss. Y el arto 1, n. 3 del 
Acuerdo Jurídico suscrito entre el Gobierrio Español y la Santa Sede el 3 de 
enero de 1979. 
107. El 20 de noviembre de 1979 el periódico «La Vanguardia», de Bar-
celona, traía a colación el discurso dirigido por el Cardenal Tarancón a la 
XXXII Asamblea plenaria de la Conferencia Episcopal Española. La lectura 
de la noticia evidencia, sobre todo si se tiene en cuenta unas polémicas 
declaraciones que hizo el referido Cardenal al respecto, cuánto recelo provoca 
el hecho autonómico en la cúspide de la Jerarquía española. «Respecto al 
movimiento autonómico que se abate sobre España, dijo Tarancón que era 
ante todo problema político y social pero que algunos aspectos de la trans-
formación del Estado podían afectar al orden religioso y eclesial. En este 
sentido, Tarancón alertó contra las autonomías religiosas y eclesiales que pue-
den hacer más difíciles la unidad que ya tiene bastantes obstáculos en estos 
tiempos. Se refiere al hecho de que en algunas partes las comunidades exigen 
que los obispos sean nativos 'puede tener grandes ventajas, pero pueden pro-
ducir empobrecimiento', a la tendencia a dar importancia a las Conferencias 
episcopales regionales 'sobre todo después de las autonomías' puede resque-
brajar la unidad de la Conferencia Episcopal Española». 
108. M. ALARcóN, Organización de las confesiones religiosas ante el dere-
cho español, en Derecho Eclesiástico del Estado Español, Pamplona, 1983, 
p. 321, escribe: «En el Acuerdo Jurídico (arts. 111, IV y V) y en el Acuerdo 
Financiero (art. 11 y Protocolo adicional) hay remisiones imprecisas a acuer-
dos de ejecución que, probablemente, asumirá la Conferencia Episcopal Es-
pañola. Son innovaciones muy realistas que se ajustan, por un lado, a la 
evolución que va experimentando la organización de la Iglesia católica por 
impulso del Vaticano 11 y, por otro, tienen en cuenta la estructura regional 
del Estado español que habrá de conducir a encuentros y acuerdos entre el 
Episcopado y los Organos regionales». 
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Es conocido que, de unos años a esta parte, los obispos de las 
diócesis catalanas se vienen reuniendo en Cataluña. A estas reuniones 
de una manera generalizada se les vienen denominando, quizá por 
parangón, «Conferencia Episcopa1», aunque técnicamente no respon-
dan a tal por no estar erigida. La praxis de estas reuniones se am-
para en el can. 292 del CIC de 1917 y, como ha señalado Martínez 
Sistach en las siguientes circunstancias: 
«l.a) El Concilio y los documentos postconciliares no han abro-
gado el canon 292 del cle que regula las conferencias episcopales 
provinciales. Las normas del Consejo para los Asuntos Públicos de 
la Iglesia las contempla con prioridad a las de ámbito nacional. 
2.a) El decreto conciliar Christus Dominus y el MP Ecclesia 
Sanctae admiten la posibilidad de que puedan constituirse conferen-
cias episcopales infranacionales ya sean provinciales ya sean regio-
nales. Las circunstancias peculiares -étnicas, lingüísticas y socio-
culturales- de distintas provincias o regiones dentro de una misma 
nación pueden motivar, existiendo una conferencias nacional, la cons-
titución de conferencias episcopales provinciales o regionales, gozan-
do de las perrogativas establecidas en el decreto conciliar mencionado 
y con una debida conexión entre éstas y aquellas. 
3.a) La realidad eclesial postconciliar de las conferencias episco-
pales existentes confirma la preferencia - -no la exclusividad- del 
decreto Christus Dominus por las de ámbito nacional. La Santa Sede 
toma en consideración fundamentalmente en la abundante normativa 
postconciliar, las conferencias episcopales nacionales e internaciona· 
les, dejando a aquellas la libertad para regular en sus estatutos la 
relación y conexión con las conferencias de ámbito infranacional. 
4.a) Lo establecido en el decreto conciliar sobre las decisiones 
jurídicamente vinculantes de las conferencias episcopales se aplica 
solamente a aquellas que tienen sus estudios aprobados por la Santa 
Sede. Con todo, la Santa Sede ha concedido a conferencias episco-
pales provinciales previstas en el canon 292 del CIC, competencia en 
materia litúrgica para el ámbito de la provincia eclesiástica. 
s.a) Los fundamentos teológicos y sociológicos expuestos por el 
Concilio sobre las conferencias episcopales son válidos también para 
las conferencias episcopales de ámbito provincial previstas en el ca-
non 292 del CIC y regional establecidas por decreto particular» 109. 
109. L. MARTíNEZ SISTACH, Las conferencias episcopales provinciales y re-
gionales, en Las Conferencias episcopales hoy, Salamanca, 1973, pp. 324-325. 
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En las sesiones de trabajo el Episcopado Catalán se ha venido 
ocupando no sólo de materias de interés específico de Cataluña 110 
-desde la constitución del ente autonómico también las relaciones 
con la Generalitat- sino de otras que sin serlo se les ha querido dar 
un tratamiento unitario a nivel de demarcación autonómica. 
Hay que recordar, no obstante, que las decisiones que se toman 
en el seno de la «conferencia» son irrelevantes si no se promulgan 
por los ordinarios en sus respectivas diócesis. 
Si se constata de lo apuntado la voluntad de actuación conjunta 
por parte del episcopado catalán, y la necesidad de que se erija un 
órgano con facultades suficientes que respondan a esta vocación, que-
da decir -en orden al presente estudio- que la institucionalización 
de relaciones entre la Generalitat y la Jerarquía Catalana pasa casi 
necesariamente por ello . 
. Conocemos el difícil encuadre que la cuestión tiene en el Código 
de 1917 111 Y también el alentador marco que ofrece el Vaticano 11; 
cabe ver ahora las posibilidades del nuevO Código. 
Antes, nO obstante, será interesante detenemos en el ejemplo de 
las Conferencias Episcopales regionales de Italia, para ver cómo en 
este país acometen el hecho regional. Traer a colación el supuesto 
italiano nos sirve para vislumbrar también de alguna manera la acti-
tud política de la Santa Sede a la hora de aplicar la doctrina del Va-
ticano n. Recuérdese que en el seno de las aulas · conciliares deter-
minar el ámbito de las · conferencias episcopales no fue cuestión pací-
fica 112. Por lo que hace referencia a las conferencias infranacionales, 
Feliciani indica que: «Le prime redazioni menziovano le conferenze 
regionali e provinciali, sia pure in posizione nettamente subordinata 
rispetto a quelle nazionali mentre la terza redazione si limita ad ávver-
tire in nota 'nihil prohibet quominus, in peculiaribus adiunctis (v.gr. 
ob nimiam extensionem alicuius Nationis, ve! ob notabile condicionum 
diversitatem inter partes territoriales unius eiusdemque Nationis) con-
stitui possint, Apostolica Sede adprobante, pIures Episcopales Con-
ferentiae in eadem Nationae, quae eodem iure reganturac Conferen-
110. El Episcopado Catalán en las reuniones habidas en los días 28, 29 Y 
30 de enero de 1980 decide publicar una nota sobre las elecciones «movidas 
por su misión pastoral ante este momento en el que con el nuevo Parla-
mento se comienzan a recuperar las instituciones históricas catalanas». «La 
Vanguardia», 1 de febrero de 1980. 
111. Vid. G. FELICIANI, Le conferenze ... , o.c., pp. 168 Y ss., Y L. MARTíNEZ 
SISTACH, Las conferencias ... , o.c., pp. 316-317. 
112. Para una aproximación al tema, vid.: G. FELICIANI, Le conferenze ... , 
o.c., pp. 412414 Y notas que se indican en el texto. Y L. MARTÍNEZ SISTACH, Las 
conferencias ... , O.c., pp. 319-320. 
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tiae Nationales' (Schema decreti de episcopis ac de diocesium regi-
mine, in Acta Syn., vol n, pars IV, p. 376, nota 6). Aquesto proposito 
mons. Baudoux insiste sulla necessita che in ogni caso sia garantito 
il coordinamento a livello nazionale proponendo che qualora nella 
stessa nazione vi siano piú conferenze in rispettivi presidenti costitui-
scano un 'consilium nationale coordinationis ( ... ) ut opus quod bonum 
totius nationis amplectitur, secundum collaborationem veram inti-
mamque perficiatur'» n3. 
En cualquier caso, con Martínez Sistach estimo que: «La tenili-
nología empleada por el Christus Dominus -natione seu regionis y 
nationis veZ territorii-, considerada en sí misma permitiría aplicar a 
las conferencias regionales lo que el decreto conciliar establece sobre 
las conferencias episcopales» 114. 
Feliciani recordaba, en un trabajo monográfico sobre autonomía 
regional y sociedad religiosa, cómo las conferencias regionales y su 
,cometido no era cuestión nueva en Italia, y que desde 1899 había 
<lcupado varias veces la atención de la Santa Sede 115. 
Se definen, en art. 1.0 del reglamento de las Conferencias Regio-
nales, aprobado en 1967, conío «l'unione dei Vescovi della regione per 
lo studio dei problemi communi e per il coordinamento delle attivita 
pastotali secondo le exigence delle situazione regionale» 116. Sil ' reco-
nocimiento se ha encontrado plasmado, de unos años a esta parte, 
entre otros, en el estatuto de la Conferencia Episcopal italiana y en 
el reglamento que entró en vigor el 15 de enero de 1975 cuyo apén-
d.ice contiene a su vez un reglamento sobre las conferencias episcopales 
de ~mbito regional. La erección de las mismas se conforman en atención 
a las circunscripciones eclesiásticas en que están reagrupadas las 
diócesis italianas 117, cuyo elenco se puede encontrar en la distribu-
dón geográfica de las sedes italianas. En cuanto a la asamblea ple-
naria como órgano de las conferencias regionales y sobre el carácter 
de sus deliberaciones, hay que señalar que éstas se han de reunir al 
menos tres veces al año; en cuanto a la relevancia de sus decisiones, 
es cuestión resuelta por una «respuesta» de la Santa Sede a tenor 
de la cual «per eventuali deliberazioni di interesse generale delle 
regione occorre il consenso di tutti membri presente anche degli Or-
dinari eventualmente assenti. Tali deliberazioni per divenire obbliga-
113. G. FELICIANI, Le conferenze ... , O.C., p. 432. 
114. L. MARTíNEZ SISTACH, Las conferencias ... , o.c., p. 320. 
115. G. FELICIANI, Conferenze episcopali ... , o.c., pp. 60-62. 
116. Vid. en nota G. FELICIANI, Conferenze episcopali..., o.c., p. 60. 
117. Art. 7 del Estatuto de la Conferencia Episcopal Italiana en «Confe-
renza Episcopale Italiana» (1975), pp. 7 Y ss. ' 
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torie devono essere promulgate per la propria diocesi da ciascuno Or-
dinario» 118. 
De la respuesta publicada se concluye que las Conferencias regio-
nales en Italia carecen de poder legislativo en cuanto que sus deci-
siones son eficaces sólo en el supuesto de que cada obispo las pro-
mulgue en su propia diócesis. Por tanto, como recuerda Feliciani, las 
Conferencias regionales no constituyen en Italia instancias interme-
dias, y no se les puede aplicar el n.O 38, 4 del decreto Christus Do-
minus que reconoce para los casos prescritos en el derecho común, 
o bien para los casos que de una manera especial determine la Santa 
Sede, la eficacia jurídica vinculante de las deliberaciones tomadas de 
manera legítima y aprobadas al menos por las dos terceras partes de 
los miembros de pleno derecho de la conferencia. 
En cuanto a la función en el ámbito regional, al no ser órganos 
de la Conferencia Episcopal Italiana, la autonomía de que gozan, salvo 
en tema de competencia legislativa, les permite ocuparse de cuestio-
nes que sobrepasan los límites de la diócesis de los ordinarios que 
componen la conferencia, siempre que no revistan interés nacional, lo 
cual ya sería de competencia de la C.E.l. 
En cuanto a las relaciones entre las Conferencias regionales y 
autoridad regional indicar que aquéllas carecen de virtualidad para 
establecer acuerdos jurídicamente válidos puesto que las deliberacio-
nes que deberían de precederle por parte de la propia conferencia 
regional no son vinculantes 119. 
Está claro que el modelo de interlocutor regional que a nivel 
eclesiástico prefigura Italia es poco acorde con las líneas de interés 
de Cataluña, por no corresponder en su configuración a las necesida-
des de la dinámica actual del diálogo Iglesia-comunidad autónoma. 
Tampoco lo es la provincia eclesiástica, aunque ésta goce a tenor de 
lo que estipula el can. 431 del CIC de 1983 de la condición de per-
sona jurídica. 
En cambio, de la exégesis del nuevo código se concluyen dos 
posibles vías para dotar a la comunidad autónoma del correspondien-
te órgano eclesial que pueda servir de interlocutor válido de la auto-
118. Vid. en G. FELICIANI, Conferenze episcopali ... , o.c., p. 67. 
119. Ibidem, p. 74. Señala Feliciani en nota que a tenor de la normativa 
de 1917: «L'episcopato regionale potrebbe prendere decisioni giuridicamente 
vincolanti in sede di concilio plenario. Ma se da un lato e ancora da dimos-
trare che sia possibile far risalire ai concili particolari la china della loro 
decadenza, dall'altro la procedura di queste assemblee non appare idonea alla 
ratifica di intese con le autorita civili, tanto piil che ogni decisione dovrebbe 
essere sottoposta alla «recognitio» della Santa Sede in forza del canone 291, 
§ 1 del Codex iuris canonici». 
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ridad autónoma. Ambas se encuentran en el tito 11, Seco 11, Parto 11 
del L. 11 una en el cap. 1, la segunda en el cap. IV. La primera vendrá 
dada a tenor de lo que estipulan los cánones 433 y 434. 
En el can. 433 se prevee la posibilidad de que varias provincias 
eclesiásticas puedan ser constituidas, a propuesta de la pertinente con-
ferencia episcopal, en región eclesiástica. Lo cual no excluye, per se, 
que para una sola provincia . eclesiástica pueda solicitarse también la 
condición de región eclesiástica. El can. 434 si bien estipula que las 
regiones creadas a tenor de lo que indica el can. 433 carecen de las 
competencias de las Conferencias Episcopales, prevee la posibilidad 
de que la Santa Sede las dote de algunas especiales; entiendo yo 
aquéllas que fueran necesarias para su cometido. 
Esta asamblea de obispos erigida en región eclesiástica a propó-
sito de la Conferencia Episcopal y con su propio ámbito de compe-
tencias no tendría porqué estar desgajada de la Conferencia Episco-
pal proponente. No se ofrece ninguna dificultad técnica a que una 
Conferencia episcopal esté integrada por dos o más regiones ecle-
siásticas. 
Estimo que la vía no es desdeñable, y en este orden podría cana-
lizar sus esfuerzos la jerarquía española demostrando con ello no que-
rer obstaculizar el ensayo histórico del Estado de las autonomías, y 
que se quiere dotar -ya para el supuesto de este estudio- a Cata-
luña de un órgano eclesial que, amén de tener personalidad jurídica, 
fuera idóneo, jerárquica y competencialmente, para ser interlocutor 
válido en la negociación de las materias señaladas con la autoridad 
autónoma. 
El segundo camino lo traza el canon 447 y 448, siempre del nuevo 
Código, y vendría dado por la erección, a petición de los obispos dio-
cesanos interesados (p. 2 c. 448) -en este caso los de Cataluña- de 
una conferencia episcopal para el seno de Cataluña. Téngase en cuen-
ta que las Conferencias Episcopales no se configuran en elCIC como 
una asamblea de obispos que debe responder a los límites unilate-
rales de un Estado sino como asamblea de obispos de una nación o 
territorio determinado (c. 447). 
y si bien es verdad que el párrafo 1 del can. 448 indica que como 
regla general la Conferencia Episcopal comprende a todos los pre-
lados de una nación (entiendo en este caso nación por Estado), sin 
embargo el párrafo 2 prevé también la posibifidad cuando «lo acon~ 
sejen las circunstancias de las personas o de las cosas, que pueda 
erigirse una conferencia episcopal para un territorio de extensión me-
nor o mayor, de modo que sólo comprenda a los obispos de algunas 
Iglesias particulares existentes en un determinado territorio». 
La segunda vía igualmente eficaz -recuérdese que en el fondo 
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la eficacia viene dada por la capacidad que le concede la Santa Sede-
objetivamente es más difícil de instrumentar por varias razones: 
a) Recuérdese, como ya señalo en nota, cómo en el seno del 
concilio se mostró una gran disparidad de criterios sobre si las con-
ferencias episcopales debían ajustarse al ámbito de una nación o de 
un territorio. La beligerancia en este tema, hoy, y en España espe-
cialmente persiste, abonada por actitudes recelosas y no exentas de 
otras perspectivas. 
b) La habitual actitud de la Santa Sede no invita a presuponer 
que por parte de ésta se haga el esfuerzo de desgaste político que sig-
nificaría el tomar la segunda vía indicada. 
c) Por parte de la Jerarquía Catalana se prefiere un camino que 
evitara en lo posible el típico tópico de falta de solidaridad, exclusi-
vismo repetido también en medios eclesiásticos hasta la saciedad. 
El proyecto ofrece dificultades sin duda a nivel de política ecle-
siástica por supuesto agravio comparativo con otras comunidades 
autónomas. Pero igualdad no significa, como es sabido, uniformidad. 
Por de pronto las comunidades autónomas uniprovinciales, en que 
coincide diócesis y provincia, ya tiene la comunidad autónoma inter-
locutor válido, el ordinario del lugar y unos instrumentos, los conve-
nios episcopales. Lo pluriprovinciales de ser necesario no veo incon-
veniente que sigan el camino apuntado. De todas maneras, un plan-
teamiento a nivel estatal de la cuestión rebasa los objetivos de este 
estudio. 
b) Organos de la Comunidad Autónoma de Cataluña y acuerdos 
con . confesiones religiosas 
Por lo que hace referencia a la comunidad autónoma de Cataluña, 
estimamos que corresponde al Gobierno de la Generalitat acordar 
con la jerarquía católica: 
1.0 La ejecución de aquellas materias atribuídas a la competen-
cia de la Generalitat de Cataluña y han sido objeto de convenios en-
tre la Santa Sede y el Gobierno Español en virtud de lo que esta-
blece el apartado j) de lart. 71 de la ley del Parlament, del President 
y del Consell ejecutiú de la Generalitat 120. 
120. «Corresponde al Gobierno: j) adoptar, en su caso, las medidas re-
glamentarias requeridas para la ejecución de los tratados y los convenios 
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2.° Otras cuestiones de carácter específico que sean interés para 
ambas partes. 
En este punto, como en el anterior, la competencia al Gobierno 
de la Generalitat -que no de la Generalitat de Cataluña- le vendrá 
dada si la jerarquía Católica no aboga para que se instrumentalice 
el previsible acuerdo por un medio jurídico en que quede garantizada 
la pervivencia del acuerdo a la propia contingencia del gobierno autó-
nomo. 
Me explico: el apartado b) del artículo 34 de la ley que acabamos 
de aludir hace sólo reserva a favor del Parlamento de Cataluña en 
tema de aprobación de convenios y de acuerdos de cooperación «cuan-
do éstos se suscriban con otras comunidades autónomas» 121. Por tan-
to, si «ratione materiae» no se determina interlocutor, éste vendrá dado 
sólo por el instrumento técnico que se utilice para formalizar el acuer-
do; si es una ley paccionada, el Parlamento 122; si es un protocolo 
aprobado por un decreto, el Gobierno de la Generalitat de Cataluña 123. 
internacionales y por el cumplimiento de los reglamentos y las directrices deriva-
das de aquéllas, en lo que afecte a las materias atribuidas a la competencia de la 
Generalitat», tít. 111, cap. 111, arto 71 de la Ley 3/1982 de 25 de marzo, Diari Ofi-
cial de la Generalitat de Catalunya de 21 de abril de 1982, n. 216, pp. 950 Y ss. 
121. En el tít. 1, cap. VI,letra b del arto 43 se dice que corresponde al 
Parlamento acordar en sesión plenaria y por mayoría absoluta ... «b) La apro-
bación de los convenios y acuerdos de cooperación mencionados en los 
apartados 1 y 2 del arto 27 del Estatuto». 
Los párrafos 1 y 2 del arto 27 del Estatuto establecen: «1. Para la gestión 
y prestación de servicios propios correspondientes a materias de su exclusiva 
competencia, la Generalidad podrá celebrar convenios con otras comunidades 
autónomas. Estos acuerdos deberán ser aprobados por el Parlamento de Ca-
taluña y comunicado a las Cortes Generales y entrarán en vigor a los treinta 
días de esta comunicación, salvo que éstas acuerderr en dicho plazo que, 
por su contenido, el convenio debe seguir el trámite previsto en el párrafo 
segundo de este artículo, como acuerdo de cooperación. 2. La Generalidad 
también podrá establecer acuerdos de cooperación con otras Comunidades 
Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales». 
122. Art. 33, p. 1 del Estatuto de Cataluña: «El Parlamento de Cataluña 
ejerce la potestad legislativa mediante la elaboración de leyes. Esta potestad 
sólo será delegable en el Consejo Ejecutivo o Gobierno en .. términos idénticos 
a los que para el supuesto de delegación de las Cortes Generales al Gobierno 
establecen los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución». 
123. Art. 71, letra d) de la Ley del Parlamento, Presidente y Consejo eje-
cutivo de la Generalidad. Como ejemplo de decreto pactado vid. e.g. el decreto 
de la Presidencia de la Generalitat de 5 de agosto de 1982 a tenor del cual 
se acepta la transferencia del servicio de Prevención y extinción de incendios 
de la Diputación de Gerona a la Generalitat de Catalunya según lo que es-
tipula un protocolo previamente acordado por ambas partes (Diari Oficial de 
la Generalitat de Catalunya de 10 de septiembre de 1982, pp. 2128-2129). 
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V. Los CONVENIOS REGIONALES: NALURALEZA JURÍDICA, PRELACIÓN 
EN EL ORDENAMIENTO CATALÁN 
La vía convencional que propugnamos a nivel regional refleja 
un modo de relación entre la Iglesia y la sociedad política que rom-
pe por naturaleza con módulos generalizados y son por tanto de di-
fícil inserción en categorías clásicas. 
Por de pronto, este régimen de acuerdos -al carecer las partes 
contratantes de subjetividad jurídica internacional y poseer un ámbito 
restringido de soberanía- no se puede parangonar al género de los 
tratados internacionales. 
Tampoco cabe calificarlos de convenios de Derecho público inter-
no de la comunidad autónoma 124 y no porque la categoría, como acep-
ción jurídica, haya hoy decaído en el uso 125, sino porque no refleja 
la naturaleza de los instrumentos. Menos los calificaríamos de dere-
cho público administrativo. 
En cambio estimamos que estos convenios pueden responder por 
sn naturaleza y configuración a un género jurídico no ajeno al dere-
cho español, me refiero a la noción de ley paccionada, figura impor-
tante en las fuentes del Derecho Navarro l26. 
No es la primera vez que se acude a la ley paccionada para expli-
car la naturaleza jurídica de una singular convención; el Prof. Lom-
bardía se refiere a ella como modo técnico a que pueden responder 
los acuerdos suscritos entre el Estado y las confesiones religiosas en 
aplicación del art.7 de la ley Orgánica de Libertad Religiosa 127. 
Por otra parte, el concepto de ley paccionada lo encontramos ex-
internacionales y por el cumplimiento de los reglamentos y las directrices 
derivadas de aquéllas, en lo que afecte a las materias atribuidas a la como 
petencia de la Generalidad», tít. JII, cap. JII, arto 71, de la ley que mencio-
namos en el texto. Ley 3/1982 de 25 de marzo, Diario Oficial de la Gene-
ralitat de Catalunya de 21 de abril de 1982, n. 216, pp. 950 Y ss. 
124. Vid. G, PEYROT, Significato e portata delle intese, en Le intese tra 
Stato e confessioni religiose, Milano, 1978, p. 53. Parangonando a este autor a 
propósito de la calificación jurídica que le merecen los «intese» con respecto 
al ordenamiento del Estado, estima que: «Altretanto certo sembra pero che 
non si tratta di un negozio di diritto publico interno allo Stato». 
125. Vid. M. REALE, Introducción al derecho, Madrid, 1976, pp. 257-259, Y 
la doctrina que cita en especial HANS KELSEN y GUSTAV RADBRUCH. 
126. Para un estudio del tema véase la obra de J. 1. DEL BURGO, Origen y 
fundamento del Régimen foral de Navarra, Pamplona, 1968. 
127. P. LoMBARDfA, Fuentes del Derecho ... , O.C., pp. 157, 161. 
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trapolado en la doctrina alemana 128 a través de la Vereinbarung 129, 
que como se sabe se trata de una figura que ha servido para calificar 
supuestos jurídicos heterogéneos, pero en los que se observa funda-
mentalmente voluntades coincidentes dirigidas a la creación de una 
norma objetiva, de un status 130. La doctrina ha tratado de darle sig-
nificado de fuente jurídica independiente 131. 
Los convenios que proponemos instrumentar, a través de un acto 
jurídico unilateral (ley, decreto), pretenden al igual que la ley paccio-
128. «Es necesario advertir que suele ser peligroso tratar de acomodar 
una concreta realidad jurídica en los moldes de una institución doctrinal con· 
figurada. Si no aparece alguna de las notas características que los autores 
señalan como esenciales, puede llegarse a la prematura conclusión de que el 
supuesto concreto estudiado, no encaja en la definición doctrinal. Sin embargo, 
las notas esenciales suelen extraerse del análisis de casos singulares de cuya 
analogía se obtienen los principios generales. 
Hemos creído oportuno esta advertencia, porque es difícil que el Pacto· 
Ley de 16 de agosto de 1841, como ya señalamos al principio de este capítulo, 
se amolde perfectamente a figuras doctrinales preestablecidas. Pero, a pesar 
de todo, no nos parece demasiado aventurado afirmar que en el Pacto-Ley 
y su posterior desenvolvimiento paccionado o convencional, se pueden hallar 
ciertas características esenciales para calificarlo de ·Vereinbarung'». J. l. DEL 
BURGO, o.c., p. 516. 
129. «Históricamente, el concepto de Vereinbarung va unido al intento de 
explicar la formación de la Federación de Alemania del Norte y corresponde 
a Karl Binding su formulación en 1888, siendo después recogido, con matices 
por Jellinek y Triepel. En estos autores y en la discusión posterior, la cons' 
trucción del concepto 'Verinbarung' tiene a afirmar su sustantividad frente al 
contrato, con resultados poco satisfactorios, como se verá más adelante. Para 
Binding, la 'Verinbarung' crea una auténtica unidad de voluntades, porque las 
declaraciones de voluntad de los partícipes tienen el mismo objeto mientras 
que el contrato crea una mera vinculación de voluntades, porque las declara-
ciones de las partes tienen un objeto distinto. Por ello, la Federación de 
Alemania del Norte no había sido creada en virtud de un contrato (Vertrag), 
sino de una ·Vereinbarung'. El contenido de la voluntad aparece, pues, como 
el criterio distintivo entre ambas figuras, definiéndose la 'Verinbarung' como 
'fusión (Verschmelzung) de diferentes voluntades de igual contenido'. Esta te· 
sis de BINDNG fue aceptada y profundizada por TRIEPEL, relacionándola con el 
concepto de 'Gesmtakt' (acto conjunto), también de difícil traducción, que 
había sido acuñado por KUNTZE, siguiendo a GIERKE, como tertium genus entre 
el negocio jurídico unilateral y el contrato para recoger aquellos supuestos 
de negocios jurídicos pluralísticos en que la voluntad de los partícipes no 
está contrapuesta sino yuxtapuesta, citando como ejemplos la creación de una 
sociedad anónima y la de un Estado federal. La relación entre ambos con-
ceptos es evidente y su articulación por TRIEPEL, no ofrece dificultades: 'Ve-
reinbarung' es la formación de una voluntad común y 'Gesamtakt' es la decla-
ración de esa voluntad común frente a terceros», A. MENÉNDEZ, O.C., pp. 83·85. 
130. J. DEL BURGO, o.c., p. 517. 
131. F. CASTRO, Derecho civil de España, 1, Madrid, 1955, p. 375. 
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nada o que la Vereinbarung, alcanza por el modo descrito un pacto 
normativo con toda la fuerza del principio «pacta sunt servanda». 
A la hora de determinar su naturaleza, la dificultad puede bascu-
lar en si ha de primar su conformidad material o la formal. 
En rigor, desde una perspectiva formal, no se podría hablar de 
convenios sino de normas jurídicas unilaterales con un procedimien-
to especial de elaboración que consiste precisamente en que la fija-
ción de esta norma se lleve a cabo de común acuerdo entre dos 
entes jurídicos 132. 
Desde una perspectiva material son algo más que normas jurí-
dicas unilaterales que crea una situación jurídica subjetiva. Lo que 
nace es una situación objetiva, un status. Lo externo puede ser un 
acto unilateral; el fondo, en cambio, no lo es 133. 
Entiendo que lo que se vendría a producir en los convenios que 
propugnamos sería un pacto normativo que se instrumentalizaría, en 
atención a las condiciones subjetivas de las partes, a través de un acto 
jurídico de carácter unilateral 134; en nuestro caso, bien promulgado 
por el parlamento en el supuesto de ser ley, o bien por el ejecutivo 
catalán de ser decreto. En cualquier caso, un cambio en la norma 
acordada exigiría el mismo · procedimiento que su elaboración, requi-
riéndose en consecuencia la anuencia de las partes 135. 
La ley que daría relevancia jurídica en el seno de la comunidad 
autónoma al acuerdo obligaría a éste cual si fuera, por emplear wia 
expresión clásica, un negozio di diritto es temo 136, de la Comunidad 
Autónoma. 
132. En igual sentido que A. MENÉNDEZ, a.c., p. 114, cuando habla de la 
clasificación y régimen jurídico de los convenios entre comunidades autó-
nomas. 
133. En igual sentido por lo que hace referencia a la ley paccionada, 
1. DEL BURGO, a.c., p. 514. 
134. G. PEYROT, a.c., p. 53, escribe a propósito de los intese «L'intesa e 
indubiamente una regolamentazione bilaterale che prende corpo n'eIl'ordina-
mento deIlo Stato solo con la legge unilaterale succesiva che vi da esecu-
zione». 
135. Escribe C. CORRAL, Del concordato .. " o.c., p. 405, en una aproximación 
que «La ley en base a los acuerdos con las confesiones católicas es formal-
mente ley unilateral del Estado. Podría revestir el valor de típicas leyes 
reforzadas por tratarse de leyes que no pueden ser derogadas o abrogadas por 
leyes ordinarias posteriores que no hayan seguido el mismo procedimiento 
bilateral de producción, recibiendo así una mayor estabilidad». 
136. «Mi sembra», escribe PEYROT, a.c., p. 58 a propósito de las intese «che 
anche sotto questo profilo debba concluder si che la legge che segue l'intesa 
non e una legge emessa a decalco o comunque vincolata nel suo contenuto 
al testo deIl'intesa convenuta, ma una legge che da piena e completa esecu-
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Al escapar la norma, en cuanto su estabilidad y permanencia, al 
propio legislador, podemos decir que nos encontraríamos ante una 
fuente jurídica independiente. 
¿ Qué papel ocuparía en la prelación de fuentes los convenios sus-
critos de esta manera? ¿Cabría la posibilidad de conflictos entre ley 
convenida y las normas unilaterales, en sentido estricto, de la Comu-
nidad Autónoma de Cataluña? 
En Alemania, en el Land Renania del Norte-Westfaila, el art. 23, 
p. 2 de su Constitución, a decir de Hollerbach, «permite interpretar 
que una simple ley contraria a los convenios tendría que . ser calificada 
igualmente como anticonstitucional»; en nuestro caso, antiestatutaria. 
Con ello se concede al Derecho convencional un rango superior a las 
simples leyes ordinarias, de modo que la prelación de fuentes jurí-
dicas no queda determinada simplemente conforme a la regla lex 
posterior, sino en el sentido de una jerarquía fundada objetiva-
mente» 137. 
En el Estatuto de Cataluña, en la Llei del Parlament, del Presi-
den t. .. 138 nada se indica al respecto ni incluso se hace alusión al 
lugar que ocupan los convenios suscritos conotras comunidades auto-
nómicas. 
No obstante estimo que estos convenios, por razón de su natu-
raleza -leyes convenidas que no pueden ser modificadas ni derogadas 
unilateralmente- no podrían ser equiparadas a los demás tipos de 
zione nell'ordinamento statale all'intesa che vi e allegata quale negozio di 
diritto esterno». 
Extrapolando la cuestión al tema de ia ley paccionada creo ésta admite 
una perspectiva similar. 
137. A. HOLLERBACH, El sistema ... , a.c., p. 187, trae a colación dos ejemplos 
de orden de prelación de fuentes -en cuanto a los convenios hace referen-
cia- para el supuesto de conflicto. Uno el de Land Renania del Norte Westfa-
lia, que está en el texto, otro del land de Baden-Wüttemberg. Escribe a pro-
pósito de este último: «en el artículo 8 de la Constitución del Land de Baden-
Wüttemberg, se estable.ce una primacía del derecho convencional sobre el 
Derecho Constitucional. Pero en casos concretos de litigio esta norma no ha 
encontrado seguidores en los tribunales. Por esto no sirve, al menos en la 
práctica. Hay que admitir, además que contiene grandes peligros. La cláusula 
puede tener pleno sentido para superar problemas de normas transitorias, 
es decir, de relación del nuevo derecho con el antiguo. Sin embargo, como 
principio general rompe el decisivo principio fundamental constitucional del 
Estado, en tanto en cuanto eximiría al Estado de su vinculación, en realidad 
irrenunciable a la Constitución». 
138. Vid., Llei del Parlament ... , l.C.h. 120. 
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leyes 139, debiendo tener en el orden de prelación de fuentes un rango 
superior 140. 
El papel de estas leyes convenidas con respecto al ordenamiento 
interno de la comunidad autónoma cabría parangonarlo con el de los 
139. W. SCHULZ, Relazione ... , a.c., p. 132, señala que para un sector doctri-
nal «le norme giuridiche in forma di legge devrebbero avere preferenza in 
confronte alle norme note in forma di accordo pattizio». 
140. Como es sabido la doctrina española ha mantenido puntos de vista 
distintos a propósito de un supuesto orden de prelación de leyes. GARCÍA EN· 
TERRIA Y DiEZ PICAZO son representantes de estas distintas perspectivas. El pri-
mero de ellos opina que: «Antes de entrar en el análisis propuesto, conviene 
sentar una primera afirmación y es que todos los instrumentos que vamos 
a estudiar a continuación tienen exactamente el mismo valor y rango norma-
tivo, cualesquiera que sean las diferencias que puedan existir entre los me-
canismos de producción de cada uno, pues como es obvio de ello no puede 
deducirse nunca una superioridad jerárquica. Sin perjuicio de volver luego 
sobre ello, es importante retener desde ahora esta observación primera, pues 
viene siendo frecuente entre nosotros, a raíz de la entrada en vigor de la 
nueva Constitución, imputar por simple reflejo mental adquirido al principio 
de jerarquía normativa todos los problemas técnicos-jurídicos que el texto fun-
damental plantea en lo que a las fuentes del Derecho se refiere siempre que 
dichos problemas desbordan por su novedad los cauces dogmáticos tradicio-
nales. Los riesgos que una tal actitud comporta no necesitan ser encarecidos, 
puesto que es evidente que si de cada uno de los diversos mecanismos proce-
dimentales -y hay muchos, como veremos- se deduce la existencia de un 
nuevo y distinto tipo de Ley, de valor mayor o menor que los otros, el propio 
concepto de Ley, como «expresión de la voluntad popular», quedaría definiti-
vamente diluido en una maraña formalista de imposible manejo. 
La Constitución vigente consagra sí, entre otros muchos, el principio de 
jerarquía normativa (art. 9,3). pero, como es obvio o, al menos debería serlo, 
no jerarquiza las Leyes, que son, justamente eso, normas que, en cuanto 
expresan la voluntad superior de la comunidad, son siempre iguales a sí 
mismas por más que varíen las formas de producirlas en ciertos casos o 
se reserven a algunas de ellas y se deven a otras determinados ámbitos 
materiales en atención a razones y circunstancias jurídicas o, más frecuente-
mente, políticas, de diversa índole». E. GARCÍA DE ENTERRIA - E. FERNÁNDEZ, Curso 
de Derecho Administrativo, I, Madrid, 1982, pp. 133-134. L. DiEZ PICAZO por su 
parte sostiene que: «Es claro que las con anterioridad llamadas leyes funda-
mentales han quedado sustituidas por la Constitución y que subsisten tanto 
el poder legislativo del Gobierno como la potestad reglamentaria de la Admi-
nistración sin embargo, en el campo antes pleno de las «leyes ordinarias» la 
Constitución ha venido a introducir un claro pluralismo. 
1. La idea de las Leyes Ordinarias. 
Las define el arto 81 y se delimitan por su materia (Leyes relativas al 
desarrollo de los derechos fundamentales u de las libertades públicas, etc.) 
y por el régimen de su aprobación, modificación o derogación. Para ello se 
exige mayoría absoluta del Congreso en una votación final sobre el conjunto 
del proyecto. 
En un orden jerárquico, parece que deben colocarse por encima de las 
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acuerdos internacionales con respecto al ordenamiento interno es-
pañol 141. 
La publicación de la ley convenida haría las veces, en el Derecho 
interno de la comunidad autónoma de Cataluña, que la publicación de 
un tratado internacional en el seno del ordenamiento estatal 142. Por 
tanto cabría ordenarlas después del Estatuto. 
No obstante la tarea a emprender, en la introducción al presente 
trabajo puse ya de manifiesto que algunos eclesiasticistas, fundamen-
talmente italianos, adoptaban una actitud crítica ante un posible ré-
gimen convencional 143 a nivel regional entre la autoridad civil y la 
leyes ordinarias, dado que su modificación o derogación no es posible sin 
el requisito de la mayoría absoluta. 
2. Los Estatutos de Autonomía. 
El artículo B1·c) los considera como Leyes orgánicas. Sin embargo, esta 
equiparación hay que reconocerla como sólo parcial. El artículo 147 los 
define como «normas institucionales básicas de cada comunidad autónoma». 
Lo que parece querer significar que son como una «pequeña constitución» de 
la comunidad autónoma y, de alguna manera, normas colocadas en un plano 
superior al de las leyes. Se dice que el Estado los reconoce y ampara (art. 147-1) 
y que forman parte integrante de su ordenamiento jurídico. 
Es diferente el régimen de elaboración, pues tanto la iniciativa como la 
redacción correspondiente a los órganos previstos en el arto 146, y si bien se 
elevan a las Cortes Generales y son aprobados por éstas, se habla de su 
tramitación como ley. Lo cual parece significar que no son en puridad leyes 
sino «normas institucionales básicas». 
3. La legislación de las Comunidades autónomas. 
Parece también claro que, en el desarrollo de la competencia que los Es· 
tatutos reconozcan a las Comunidades autónomas, éstas pueden disponer de 
una potestad normativa, dado que ésta es la vía básica de funcionamiento de 
tal competencia. No aparece dicho en ningún sitio qué calificativo reciben las 
comunidades autónomas, pero pensamos que habrán de ser leyes o reglas 
emanadas de la potestad normativa de las comunidades autónomas, pero 
pensamos que habrán de ser leyes o reglamentos de acuerdo con la naturaleza 
de los órganos de procedencia. 
Todo ello plantea un arduo problema de coordinación y de jerarquía nor· 
mativa, que, en este estudio, dedicado únicamente a la enumeración de las 
fuentes del derecho, no vamos a analizar. 
L. DiEz PICAZO, Constitución y fuentes de Derecho, en La Constitución Es-
pañola y las fuentes del Derecho, 1, Madrid, 1979, pp. 659 y ss. En cualquier 
caso estimo que el género que preconizo pone de manifiesto dada su viabili· 
dad que existe una prelación en las fuentes. 
141. Vid. cap. III, del tít. III de la C.E., en especial arto 96. 
142. «Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publica-
dos oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus dis-
posiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma 
prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del 
Derecho internacional», arto 96 C.E. 
143. Vid. entre otros los que se citan en nota n.O 3. 
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Jerarquía Católica local -supuesto el Estado democrático 144_ en 
base a las siguientes opiniones: 
l.a Que en muchas de las materias de competencia regional el 
interlocutor más adecuado del gobierno es el ciudadano a través de 
asociaciones o federaciones a nivel regional que el propio episcopado. 
La razón que se esgrime es la de que resulta desfasado desde la pers-
pectiva política social actual plantear este tipo de convenios del que, 
por otra parte, no existe ningún prototipo. 
Al episcopado regional se le reserva el papel de portavoz de un 
grupo de estado de opinión (no el único dentro de la Iglesia de los 
que hay que oír) y en este sentido se precisa que habría que institu-
cionalizar la recepción de este estado de opinión 145. 
2.a En igual sentido, pero desde otra perspectiva, también se ar-
gumenta que tras este régimen convencional a nivel regional se puede 
correr el peligro de un confesionalismo por parte de las instituciones 
públicas «e l'inserimento nella vetusta categoria delle c.d. materie 
miste, materie che fine ad ieri ne restavano escluse une anche favo-
rire, il crearsi di una mentalita concordataria e l'instaurarsi di una 
prassi correspondente» 146. 
Este sugestivo planteamiento se encuentra quizá parcialmente con-
testado por aquel sector de la doctrina que ha estimado que al ser 
precisa la intervención de órganos elegidos por sufragio para la apro-
bación de convenios, tales como el parlamento, se recoge por esta 
vía un- foco de opiniones representativo y determinante. 
Por otra parte, también se recuerda que un régimen convencional 
juega a favor del propio principio de laicidad y neutralidad del poder 
público en la medida en que tutela la libertad religiosa y la autono-
mía de una confesión en sus cuestiones propias 147. Y que el diálogo 
institucionalizado; así en los últimos convenios alemanes se obligan 
las partes contratantes a estar en contacto en todas las cuestiones de 
interés común 146 -es más operativo a la hora de deslindar intereses 
que las respuestas sociológicas vía captación de estados de opi-
nión- 149. Comprendo que la cuestión «convenios regionales sí, conve-
nios regionales no», haya cansado a un sector de la doctrina italiana 
(Feliciani, Rava ... ), sobre todo si se tienen en cuenta las siguientes 
144. W. SCHULZ, Relazioni ... , O.C., p. 132. 
145. G. FELICIANI, Conference ... , O.C., pp. 350-352. 
146. A. RAvA, O.C., pp. 57·58. 
147. W. SCHULZ, Relazioni..., O.C., pp. 132 Y 133. 
148. A. HOLLERBACH, El sistema ... , O.C., p. 188. 
149. G. FELlCIANI, Le Conference ... , O.C., p. 350. 
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circunstancias: En primer lugar, la generalidad del tratamiento, por 
parte del sector preocupado por la virtualidad de estos convenios, 
que más que ofrecer propuestas concretas en orden a instrumentar la 
vía de convenios regionales, le basta con poner de manifiesto la pro-
blemática. En segundo lugar, las dificultades intrínsecas de toda nue-
va vía, vaCÍo legal-recelos centralistas a nivel de Gobierno Central y 
de la Conferencia Episcopal Italiana. En tercer lugar, el cambio de 
perspectiva constitucional del tratamiento del factor religioso, más 
ahora por vía del tít. I (vid. arto 18 y ss.) 150 que de los artículos 7 y 8 
del referido texto 151. Lo cual permite apear un tanto temas tratados 
hasta la obsesión, tales como el de las «intese» o el nuevo concordato 
con la Santa Sede que por fin acaba de llegar. 
Ahora bien, esto no implica que se tenga que perder la perspec-
tiva. Fórmulas magistrales no existen, objeciones a planteamientos de 
autores, como las reseñadas, las hay, basta pararse a pensar en ello. 
Entiendo que la vía más apropiada será aquella que permita que 
-queden garantizados los principios que estipulan nuestra Constitución 
y el Estatuto de Cataluña, y sin lugar a dudas una vía posible es la 
.que hemos venido a estudiar. 
En este orden, creo que futuros acuerdos entre la Santa Sede y 
.el Gobierno Esp~ñol habrán de partir del hecho autonómico estable-
ciendo pautas que sirvan de marco para estos convenios a nivel de 
comunidades autónomas 152. 
El diálogo entre Jerarquía Católica y Gobierno de la Generalitat 
por su propia contingencia se habrá de producir con o sin obliga-
toriedad jurídica como de hecho, por otra parte ya acontecido. 
Se producirán acuerdos jurídicos cuya vinculación fundamental-
150. Vid. arto 18 y ss. de la Constitución de la República de Italia promul-
gada el 27 de diciembre de 1947. 
151. A. RAVA, a.c., p. 58 escribe: «in un ripensamento del rapporto tra 
Stato e assistenza e beneficenza che voglia considerare, da un angolo visuale 
senz'altro piu significativo ed attuale, «il piu ampio e complesso rapporto tra 
Stato e societa civile». 
152. En igual sentido la doctrina italiana se ha manifestado para el su-
puesto de su país. «No v'e dubbio, escribe BARBERINI, Il problema ... , o.c., pp. 140-
141, che l'impotesi a suo tempo avanzata di innovare il rapporto fra Stato e 
Chiesa calandolo nella realta regionale, andava 'considerata nell'ambito, nella 
formula e nello spirito' di un accordo di tipo nuovo stipulato a livello nazionale, 
sotto forma di una Dichiarazione di principi o di un Concordato-quadro: questo 
documento avrebbe rappresentato il necessario punto di riferimento e di 
omogeneita per le soluzioni e gli strumenti che Regioni e vescovi, a livello 
locale, avrebbero liberamente scelto». Vid. también F. MARGIOTTA BROGLIO, 
Rapporti ... , o.c., p. 133. 
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mente vendrá ordenada -como Schulz señala para el supuesto de que 
no intervengan personas dotadas de subjetividad intemacional- por 
la común voluntad de las partes contratantes que se empeñan en man-
tener los acuerdos tomados 153, o no se darán. Esto es más una cues-
tión política, que presupone la buena disposición de ambas partes y 
la correspondiente actitud de la opinión pública 154. 
153. W. ScHULZ, Relazione ... , O.C., p. 133. 
154. H. SCHEUNER, La aportación ... , Q.C., p. 32. 
